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NOTA A LA SEGUNDA EDICIÓN

			La primera edición de esta obra permaneció inconclusa debido a concretas obligaciones académicas de sus autores. Su nota preliminar sigue siendo válida para esta segunda. No obstante, se ha revisado y modificado el texto de diversos epígrafes, corrigiendo erratas y ampliando contenidos cuando ello se ha considerado necesario.

			Esta obra, destinada a la docencia, no tiene como finalidad la memorización por el estudiante de toda la información que ofrece. Su lectura reposada y completa contribuirá al conocimiento fundamentado del Derecho romano, sus fuentes y sus instituciones. Corresponderá al profesorado seleccionar aquellas materias que en cada caso deba estudiar el alumnado.

			LOS AUTORES

			Sevilla, 2 de agosto de 2023.

		

	
		
			
			
NOTA PRELIMINAR

			El libro que el lector tiene en sus manos pretende ofrecer una amplia exposición del ordenamiento jurídico romano dirigida no sólo a los estudiantes de las Facultades de derecho sino en general a los interesados en profundizar en esta materia. No es éste el lugar para defender la conveniencia de que los modernos juristas europeos incorporen a su formación el conocimiento de los fundamentos romanos del derecho actual. Baste ahora recordar que el derecho de Roma y el humanismo cristiano son los principales factores aglutinantes que, de modo más o menos consciente, conserva la civilización occidental.

			La obra se articula en dos partes, la primera de las cuales constituye un marco introductorio en el que se describen el origen y la evolución de las instituciones jurídicas públicas y privadas desde la fundación de Roma hasta el gobierno del emperador Justiniano I; la segunda aborda el tratamiento sistemático de las instituciones jurídico-privadas, centrándose en el denominado período clásico y prestando especial atención al derecho patrimonial. La presentación de los contenidos posee como notas distintivas su particular atención a la organización política, social y económica romana en las diversas épocas históricas, la constante fundamentación del discurso en las fuentes de conocimiento jurídicas y literarias y la intención de mostrar la dinámica del derecho romano en su devenir histórico.

			De modo consciente se renuncia a recortar la información proporcionada sobre cada una de las instituciones. Es cierto que esta tendencia resulta comprensible teniendo en cuenta las actuales necesidades docentes, en especial la reducción del número de horas que los vigentes planes de estudio reservan a la explicación de la materia. No obstante, la vocación de satisfacer las inquietudes de los estudiosos de la disciplina que ha inspirado la confección de este libro ha motivado la inclinación de sus autores por una exposición más amplia que la que estrictamente colmara las exigencias propias de la docencia de una asignatura. A ello se suma, por otra parte, el convencimiento de que, también desde el punto de vista académico, las nuevas metodologías permiten presentar un texto orientado a su lectura y comprensión por el alumno, más que a la memorización de sus contenidos. Este planteamiento se funda en la convicción de que el conocimiento de las instituciones jurídicas se facilita cuando su exposición permite dar respuesta a las posibles preguntas que pueda formular quien se aproxime a ella.

			Por razones didácticas, la obra se divide físicamente en dos volúmenes. En el primero se expone la Introducción histórica, el derecho de personas y de familia y el derecho procesal. El segundo se dedica al derecho patrimonial y se completa con una nota bibliográfica sobre cada una de las partes, con el índice de materias y el de fuentes.

			LOS AUTORES

			Sevilla, 8 de septiembre de 2015.

		

	
		
			
			
INTRODUCCIÓN

		

	
		
			TEMA 1

			
CONCEPTO, FUENTES Y PERIODIFICACIÓN DEL DERECHO ROMANO

			
I.CONCEPTO DE DERECHO ROMANO

			1.El derecho

			Desde una óptica moderna, se entiende por derecho, en sentido objetivo, el conjunto de principios, instituciones, procedimientos y reglas que, de modo coactivo, ordenan la vida de una comunidad política independiente conforme a la idea de justicia que aquella se forja. Con tal significado, la voz derecho equivale a la expresión ordenamiento jurídico. De esta primera acepción emana la idea de derecho, en sentido subjetivo, entendida como cada una de las facultades que la ordenación jurídica concede a los miembros de la sociedad para el reconocimiento de su posición en la comunidad y para la satisfacción de sus necesidades e intereses particulares.

			Procede centrar la atención en la primera de las dos acepciones enunciadas. Interesa destacar un conjunto de rasgos del derecho —entendido como ordenamiento jurídico—, imprescindibles para comprender el sentido y alcance de este significado del término que se describe. En primer término, se ha de tomar en consideración que el derecho surge porque existen conflictos sociales y posee como finalidad principal prevenirlos y resolverlos cuando ya se han producido. Se llama también derecho a cada uno de los criterios de ordenación que componen el derecho de una comunidad —como ocurre en expresiones como derecho aplicable a un caso—. Estos no son más que soluciones justas a posibles conflictos. De este modo, todo derecho conduce potencialmente a un juicio que determine su existencia y su aplicación al conflicto concreto que se juzga. Esta dimensión judicial del derecho, por la que sólo es jurídico lo que puede ser sometido a la opinión de un juez, se encuentra en la raíz de la concepción d’orsiana del derecho que lo entiende como aquello que aprueban los jueces1 y se sigue en estas páginas. Próximo a la sentencia, el pacto, cuando no afecta al interés público, es también un modo alternativo de creación jurídica. La concepción judicial del derecho no queda ensombrecida por la formulación eminentemente legal de los derechos que se produce en los ordenamientos modernos. En efecto, los criterios jurídicos, al menos en el derecho continental europeo, emanan en buena medida de la ley como su fuente principal, si no única, hasta el punto de que en el lenguaje común es frecuente la confusión entre ley y derecho. Ciertamente la ley es la fuente principal del derecho, que es su contenido. No obstante, esa formulación prescriptiva o normativa del derecho no es óbice para que su aplicación culmine, en último extremo, en un juicio, de modo que el derecho surja finalmente de la sentencia de un juez, del juez supremo en su caso.

			El segundo rasgo del derecho que interesa subrayar es que tiene como contenido propio la regulación de las relaciones interpersonales de modo coactivo. Es propia de la civilización occidental que surge de Roma la nítida distinción entre derecho, moral y religión. La religión y la moral constituyen en determinados contextos el presupuesto y el fundamento de la ordenación jurídica, pero se diferencian de esta por el carácter interpersonal de las relaciones que ordena el derecho y principalmente por la coacción, directa o indirecta, mediante la cual la comunidad política impone a los individuos el cumplimiento de los preceptos comprendidos en la regulación del derecho.

			En tercer lugar, en conexión con los dos rasgos anteriores, se ha de destacar que el derecho es creación del poder público. Toda ordenación jurídica emana de una sociedad políticamente organizada. El derecho nace del poder político, al que corresponde, como una de sus más importantes misiones, declarar cuál es el derecho por el que se rige la sociedad en cada conflicto o determinar las personas u órganos a los que le encomienda ese cometido.

			Un cuarto rasgo radica en la historicidad que caracteriza a toda ordenación jurídica, que se conforma en el marco de un proceso histórico concreto, en el que actúan como condicionantes esenciales las creencias, valores, y modos de organización de la sociedad, que sirven de guía y marcan los límites de la ordenación jurídica, tanto en su contenido como en la orientación de los criterios que la componen. En la medida en que estos criterios son racionales, el derecho tiene vocación de universalidad. Esta tendencia natural hacia la racionalidad y la universalidad de toda ordenación jurídica conduce a la comparación de sus contenidos con modelos teóricos de ordenación, singularmente con el llamado derecho natural, ordenación sustentada en la razón y, por lo tanto, común a todos los hombres. En relación con este punto se debe establecer la conexión existente entre derecho y justicia. Todo derecho se sustenta en la idea de justicia que se ha forjado la sociedad que lo ha creado. Derecho y justicia son realidades distintas que se exigen recíprocamente. El derecho es un instrumento para conseguir que las relaciones sociales se desarrollen de manera justa, de acuerdo con los principios, valores y criterios de reparto de intereses que presiden la vida de una comunidad. La historicidad que se predica de todo derecho se debe extender también a la idea de justicia que constituye su fundamento, que no deja de ser más que la imagen histórica concreta de un modelo racional y universal de justicia.

			Un quinto distintivo del derecho, tal como se le entiende en Occidente, es su carácter científico, en la medida en que los criterios o derechos que se usan para resolver los conflictos y ordenar las relaciones sociales se integran, con independencia de cuál sea su origen, en un sistema ordenado, que se sustenta en unos principios fundamentales y se desarrolla mediante un método propio, que refuerza la racionalidad de la creación jurídica y lo dota de una previsibilidad que se define como seguridad jurídica.

			Existen dos amplias esferas de interés para el derecho, lo público y lo privado. La organización del poder y de los servicios públicos, la defensa del interés general y la existencia de relaciones entre el poder público y los particulares da lugar al derecho público. La necesaria regulación de las relaciones entre particulares origina el derecho privado.

			2.El Derecho de Roma

			El Derecho de Roma —derecho romano— es la ordenación jurídica de la comunidad romana desde su origen hasta el momento en el que se puede considerar finalizada la experiencia histórica de la civilización nacida en el Lacio, que, si bien se extendió en la parte oriental del Imperio hasta el 1453 —fecha de la toma de Constantinopla por los turcos—, desde el ángulo visual de Occidente termina con la coyuntural recuperación del territorio imperial de Italia y, parcialmente, de Hispania, por el emperador Justiniano I (527-565). Las páginas de este libro se dedican a analizar los modos de manifestarse y las características del derecho del que se sirvió Roma a lo largo de su historia.

			Para todo jurista es de capital importancia conocer los antecedentes históricos de su derecho, que explican el origen de las instituciones jurídicas de las que este se compone. Además, existen razones específicas por las que el derecho de Roma debe ser materia fundamental en la formación de cualquier jurista occidental. En efecto, mediante el fenómeno denominado Recepción, a partir del siglo XI, Europa asume para regular su nueva vida urbana gran parte de ese conjunto de principios, instituciones, procedimientos y reglas que constituyen el derecho romano; en particular toda la regulación correspondiente a las relaciones entre particulares, el derecho privado. Vehículo de esa recepción es la recopilación de escritos jurídicos que se elabora por orden de Justiniano y que pasará a la historia con el nombre de Corpus iuris civilis. La compilación justinianea consta de cuatro libros: un manual para la enseñanza —las Instituciones—, dos colecciones de leyes imperiales —el Código y las Novelas— y, principalmente, una exposición general del derecho a través de un conjunto de opiniones doctrinales—el Digesto—. La trascendencia de esta última parte obedece al hecho de que la elaboración del derecho para los particulares se encomendó durante los siglos centrales de la historia de Roma —III a. C. a III d. C.— a un grupo de técnicos independientes del poder, la jurisprudencia, que elaboraba criterios racionales para resolver de un modo justo los conflictos. Tales opiniones jurisprudenciales, que se transmitían a través de obras escritas por sus autores, son recopiladas en el Digesto, esa cuarta parte y núcleo del Corpus iuris civilis a la que se hacía referencia Con la Recepción, la civilización europea incorpora plenamente a su ordenación social el derecho privado romano, hasta el punto de poder afirmarse que el derecho privado europeo es sustancialmente derecho romano.

			Un segundo motivo para profundizar en el conocimiento del sistema jurídico de Roma se encuentra en el propio modo de creación del derecho. Como se ha dicho, el derecho romano, durante su época de mayor esplendor, es producto de una labor técnica, basada en criterios racionales, circunscrita a un objeto preciso —la resolución justa de los conflictos sociales—, con unos principios y un método propio. En este sentido, constituye un modelo de creación jurídica científica o doctrinal. Precisamente por ello el derecho correspondiente a este período central de la civilización romana recibe la denominación de derecho romano clásico.

			Recepción europea, creación científica del derecho y circunscripción del objeto de aquella a las relaciones entre particulares durante la época clásica son los tres parámetros que determinan el enfoque habitual de las exposiciones históricas sobre el derecho de la comunidad romana. En ellas, la ordenación del poder público de Roma en cada uno de sus períodos históricos se contempla como marco o contexto para facilitar la comprensión de los respectivos modos de manifestación y caracteres del derecho privado. No obstante, la experiencia romana proporciona también un modelo de sometimiento del poder y de las relaciones públicas a un orden jurídico que ha influido en distintos momentos y de diversos modos en la configuración del derecho público occidental. En estas páginas se pretende también, por tanto, una exposición de conjunto de la evolución del derecho público romano no supeditada a servir de marco contextual a la explicación de la historia del derecho privado.

			
II.NOCIÓN ROMANA DE DERECHO: EL IUS


			3.Etimología

			Derecho en Roma se dice ius, voz que parece originariamente vinculada al ámbito sacral. Para muchos procede de Iuppiter (en genitivo Iovis), divinidad suprema de los romanos; también se la relaciona con diversas raíces presentes en lenguas indoeuropeas orientales —conectadas con el significado de purificación, que indican súplica a los dioses— o con el verbo iungo (unir) y con el sustantivo iugum (yugo). En todas estas hipótesis late el carácter religioso de la más antigua fundamentación del derecho, que enlaza la ordenación justa de la comunidad con la voluntad divina.

			Se debe prescindir de otras etimologías que vinculan el término con iuvo (ayudar), iubeo (ordenar), o incluso —caso de la que proporciona el jurista romano Ulpiano— con iustitia (D. 1, 1, 1 pr. Ulp. 1 Inst.). Este conjunto de hipótesis etimológicas espurias se sustenta en pretensiones ideológicas de fundamentación del derecho sin ninguna base filológica. En concreto, la que hace derivar ius de la palabra justicia, cuando la relación de procedencia entre ellas es exactamente la inversa, se sustenta en el hecho de que la justicia es considerada fin último de la actividad jurídica.

			4.Ius como atributo. Ius en sentido objetivo: derecho como juicio, como criterio, como ordenación.

			Para captar la noción romana de derecho interesa más conocer el uso que se realiza del término en el ámbito jurídico desde el más antiguo período histórico que analizar la tardía e insuficiente reflexión teórica de los juristas romanos sobre ese concepto, en sentido estricto no anterior al siglo II d. C.

			Ius fue en Roma, antes de que fuera cualquier otra cosa, un adjetivo indeclinable de difícil traducción, empleado como atributo de un comportamiento, un acto o una situación de los que se predicaba su adecuación a los principios e instituciones por los que se organizaba la comunidad y, en última instancia, a la voluntad de la divinidad. Tal es el valor que se debe otorgar a expresiones como ius est —en futuro ius esto— para referirse a que un acto o una declaración es conforme con la ordenación de la comunidad, vinculante, derecho. El acto —o manifestación o situación— declarado ius es considerado, en virtud de esa misma declaración, iustus, adjetivo que, para el derecho romano, significa en primer término «conforme al ius».

			En este sentido originario, la determinación de qué sea ius es consecuencia de un proceso histórico en el que actúan e interaccionan los miembros de la comunidad y los órganos del poder político y religioso de ésta, en el contexto y con los límites y condicionantes que se derivan del conjunto de creencias y de formas de organización social que estructuran y guían la vida comunitaria. La conciencia social interiorizó, a través de la sucesión de las generaciones, un conjunto de principios, una serie de exigencias de conducta y una valoración de los diversos intereses susceptibles de colisionar en caso de conflicto que permiten definir criterios de corrección de los actos, de las situaciones o de las declaraciones de los miembros de la comunidad. Esos criterios acaban por constituir instituciones, que pueden entenderse como modos de ordenación estable de determinados intereses sociales y económicos. Las instituciones jurídicas son objeto de pronunciamiento por parte de los órganos políticos mediante actos públicos que implican su fijación para el futuro, y, de modo principal, a través de sentencias que resuelven los conflictos planteados en relación con ellas, estableciendo cuál es el ius para las partes que intervienen en esa controversia. De este modo, es la sentencia, como expresión del ius que resuelve un conflicto, su manifestación definitiva para el caso concreto.

			La actividad de dictar sentencias, eje de esta visión judicial del ius, conecta en Roma con la de elaborar criterios para la resolución justa de los conflictos, que incumbe a la jurisprudencia y se encuentra en la base de la noción romana de derecho expresada en la definición del jurista Celso (s. II d. C.) —citado por Ulpiano— para el cual derecho es el arte de lo bueno y de lo equitativo (ius est ars boni et aequi [D. 1, 1, 1, 1 Ulp. 1 inst.]). De esa definición dinámica del ius, que lo entiende como quehacer y que engloba no solo las sentencias judiciales y las opiniones jurisprudenciales, sino también la actividad normativa y jurisdiccional de los órganos de poder de la comunidad, se llega, por abstracción, a la noción estática de derecho como ordenación de las relaciones sociales con base en una idea de justicia —o derecho romano en sentido objetivo— con la que se iniciaba esta introducción.

			En la definición de Celso, el contenido del ius como ordenación se concreta en lo que es bueno y equitativo. Es conforme al ius (justo) lo que así debe ser considerado con carácter universal por la razón natural en cada caso (bonum et aequum). A esta noción celsina de derecho se llega a través de un proceso histórico plurisecular en el que el ius se desprende de múltiples adherencias de diversa naturaleza que se entrelazaban con él desde su conformación originaria. Ese devenir histórico del ius en Roma es objeto de exposición en la primera parte de esta obra.

			5.Ius en sentido subjetivo

			En las fuentes romanas se emplea también la palabra ius entendida como facultad que reconoce el ius (en sentido objetivo) a una persona, presente en expresiones como ius utendi fruendi (derecho de usar y disfrutar), ius migrandi (derecho de migrar) o ius habere (tener derecho). Un importante sector de la romanística se esfuerza, con base en la evolución histórica del derecho europeo, en deslindar este sentido subjetivo del término ius del concepto de derecho subjetivo, incardinado en una concepción del derecho tributaria de concepciones filosóficas nacidas en la época moderna y ajeno a la experiencia romana. Para subrayar esta diferencia, se destaca la esencial unidad de significado de la palabra ius en Roma. La expresión tener un ius equivaldría, según esta concepción doctrinal, a estar en condiciones de recibir el reconocimiento judicial de la propia posición en caso de conflicto jurídico y debería ser entendida como tener un ius (en sentido objetivo) a mi favor. Dicho de otro modo, el ius (en sentido subjetivo) corresponde a quien se encuentra en una situación o lleva a cabo un comportamiento considerados como ius (en sentido objetivo). Más allá de lo acertado de este planteamiento doctrinal, no debe ignorarse, en todo caso, la proximidad de significados del uso subjetivo del término ius y de la idea de derecho como facultad desarrollada por la ciencia jurídica moderna.

			6.Ius como tribunal

			Ius es también el lugar desde el que se administra justicia: el tribunal del órgano político al que se le encomienda la declaración oficial del ius (iurisdictio) (D. 1, 1, 11 Paul. 14 Sab.). Las actuaciones ante el tribunal se realizan in iure.

			7.Ius y iustitia

			Cicerón define la justicia como hábito del ánimo que atribuye a cada uno su dignidad, conservada la utilidad común (iustitia est habitus animi communi utilitate conservata suam cuique tribuens dignitatem [Cic. de inventione 2, 160]). El jurista Ulpiano, sobre la traza de la definición ciceroniana, describe la justicia como constante y perpetua voluntad de dar a cada uno su derecho [constans et perpetua voluntas ius suum cuique tribuendi] (D. 1, 1, 10 pr. Ulp. 1 reg.). La justicia es virtud —hábito, dice Cicerón— operativa —constans et perpetua voluntas, para Ulpiano— que se concreta en atribuir —dar— a cada uno lo que le corresponde —su dignidad, desde el punto de vista filosófico; su derecho, en la definición del jurista—. A diferencia de Cicerón, el jurista no menciona en su definición la preservación de la utilidad común, puesto que este límite se encuentra implícito en el propio concepto de ius, cuya atribución es objeto de la justicia ulpianea.

			Ius y iustitia no se identifican. La justicia, causa y fin del ius, es una realidad externa a él. Es causa o motor del reconocimiento y protección de los derechos —en sentido subjetivo— por medio del derecho —en sentido objetivo—. Es fin porque el derecho busca la justicia, o mejor, lo justo en el caso concreto. El ius —en sentido objetivo— es el instrumento para la consecución de lo justo —lo bueno y lo equitativo, en la definición de Celso—, que se logra mediante la atribución de ese ius —en sentido subjetivo— a quien le corresponde.

			En cuanto instrumento —al servicio de la justicia— se dice que los pueblos usan del ius (cfr. Gai. 1, 1) —en sentido objetivo—.

			8.De ius a derecho

			A partir del siglo v d. C., la palabra ius es sustituida por directum. Se trata de un reemplazo de términos por el que el segundo asume todos los significados correspondientes al primero.

			Directum (directo, derecho), participio del verbo dirigo (dirigir, enderezar), está vinculado con directio (camino recto), que sugiere un modelo de conducta marcado por la ley (sea esta externa o interna a los individuos). En todo caso, el reemplazo de ius por directum se explica por el sentido último que posee el nuevo término. Etimológicamente, dirigo proviene de rego (regir, gobernar), verbo del que derivan también rex (rey) y regnum (reino). A su vez, la raíz reg- se remonta al indoeuropeo, expresando la idea de rectitud. Esta raíz indoeuropea pervive en las lenguas de origen germánico a través de términos empleados para referirse al derecho, como Recht (derecho en alemán) o right (derecho subjetivo en inglés).

			La sustitución de ius por directum encierra también un cambio semántico que no incide tanto en el sentido moral de lo correcto, adecuado o lícito, expresado por el segundo término, pero ya presente en el significado originario de ius, sino principalmente en la nueva procedencia o fuente principal del derecho en la época durante la que se opera esta transformación: la ley, que asume como misión ordenar o enderezar la conducta de los ciudadanos. El uso de directum plantea un distinto enfoque de la misma realidad significada por ius. El ius nace del iudicium; posee un planteamiento judicial fundacional que condiciona toda su existencia y evolución. El derecho nace de la ley, que marca a los ciudadanos el camino que han de seguir. Ciertamente esta mutación surge en época de influencia cristiana, pero es plenamente coherente con la transformación política de Roma en la época postclásica, con independencia de que la orientación fijada por el poder público a través de la ley se establezca desde presupuestos cristianos.

			Directum pasó del latín vulgar a las lenguas romances (droit, diritto, dret, direito, derecho), y con él la idea de rectitud que encierra. En estas lenguas, sin embargo, se conservan sustantivos (jurisprudencia, jurista, juicio, juez, jurisdicción), adjetivos (jurídico, judicial, jurisdiccional) o verbos (juzgar) derivados de la vieja voz latina, como prueba de que la realidad que nombran ius y directum es la misma, más allá de los diversos enfoque que plantea cada término.

			
III.FUNDAMENTOS DEL DERECHO DE ROMA

			9.El fundamento primigenio del derecho fue la voluntad divina. La comunidad primitiva consideraba necesario organizar la vida social con base en la percepción que tenía de la ordenación social querida por la divinidad, lo que se juzgaba imprescindible para mantener la pax deorum. Para ello, los actos sociales de mayor relieve se realizaban cara a la divinidad y de conformidad con el ritual aprobado por los sacerdotes, mediadores entre dioses y hombres. A lo largo del tiempo, este sentido de la voluntad divina se plasma en la tradición, expresada en la costumbre, que puede considerarse primera fundamentación formal del derecho. Desde mitad del siglo v a. C., con la promulgación de la ley de las XII Tablas, el derecho, sin cambiar los pilares asentados por la tradición, pasa a fundarse en el consenso de los ciudadanos, la voluntad popular. Posteriormente, cuando Roma se expande y gobierna y ordena el mundo meditarráneo, se descubrirá una base más general de la ordenación jurídica en la razón natural, común a todos los hombres. Esta triple fundamentación —costumbre, ley y razón natural— parece comprenderse sintéticamente en la regla del jurista Modestino: pues todo derecho o lo hizo el consenso o lo estableció la necesidad o lo fundó la costumbre (D. 1, 3, 40 1 Mod. 2 reg.).

			Por otra parte, la ordenación jurídica romana se condensa en los tres preceptos del derecho formulados por el jurista Ulpiano a principios del siglo III d. C.: vivir honestamente, no dañar a otro y dar a cada uno lo suyo (D. 1, 1, 10, 1 Ulp. 1 reg.), que subyacen al conjunto de instituciones, procedimientos y reglas que constituyen el derecho romano.

			
IV.DERECHO PÚBLICO Y DERECHO PRIVADO

			10.Los juristas distinguen también el derecho público (ius publicum) y el derecho privado (ius privatum). Según la célebre distinción de Ulpiano, hay dos posiciones de [para] este estudio [del derecho], lo público y lo privado. derecho público es el que mira al estado de los asuntos de Roma, [derecho] privado el que se refiere a la utilidad de los particulares, pues ciertas cosas son útiles públicamente, otras privadamente. El derecho público consiste en la regulación de los ritos sagrados [sacra], en los sacerdotes y en los magistrados; el derecho privado es tripartito, pues se conforma de preceptos naturales, de gentes y civiles (D. 1, 1, 1, 2 Ulp. 1 inst.). De acuerdo con este criterio, el derecho público se consagra a la organización y funcionamiento de la comunidad política, e incluye el derecho sacral (ius sacrum) —no se debe olvidar que la religión romana es de carácter público—, compuesto de un derecho augural (ius augurale) que prescribe el ritual de los augures, un derecho pontifical (ius pontificium), que se ocupa de los actos pontificales y un derecho fecial (ius fetiale) que somete a reglas formales la actuación de Roma en las relaciones con otros pueblos —en especial, con respecto a la guerra y la paz—. El derecho privado se ocupa de ordenar las relaciones entre los particulares y comprende el derecho civil (ius civile) que afecta sólo a los ciudadanos (D. 1, 1, 6 pr. Ulp. 1 inst.), el derecho de gentes (ius gentium), que vincula a los miembros de todas las comunidades del orbe (D. 1, 1, 4 pr. Ulp. 1 inst.) y el derecho natural (ius naturale) que, según la definición ulpianea, la naturaleza enseñó a todos los animales (D. 1, 1, 1, 3 Ulp. 1 inst.).

			En otro sentido, y dentro del ámbito del derecho privado, se suele hablar de ius publicum para aludir a aquella parte de la regulación jurídica que se impone a la voluntad de los particulares (ius cogens) no pudiendo ser alterada por acuerdos privados (el derecho público no puede ser cambiado por pactos de los particulares [D. 2, 14, 38 Pap. 2 quaest]).

			
V.DERECHO Y ACCIÓN

			11.En el ámbito del ius privatum existe una íntima relación entre ius y acción (actio). La acción es el acto de defensa de un derecho mediante un juicio. Presupone la existencia del derecho y, consecuentemente, la intervención de la comunidad política y no debe confundirse con el acto de autodefensa puro, concepto éste previo a la existencia de cualquier modo evolucionado de organización social.

			La primera forma de reacción a un ataque externo consistió en el acto de autodefensa por medio de la violencia privada (vis privata). La constitución de la sociedad política supuso inicialmente el sometimiento de la vis privata a una serie de ritos sacrales en presencia de un representante de la comunidad, que los legitimaba (vis privata legitima). De este modo el acto de autodefensa se convierte en acción inicialmente encaminada a recibir la aprobación de la divinidad, manifestada en la victoria que el litigante vencedor obtiene en la lucha ordálica. Por otra parte, el ejercicio de este acto reglado de autodefensa constituye la primera manifestación del ius, en orden a la cual surgió la jurisdicción —iurisdictio, facultad de declarar públicamente el ius— como función política, por cuanto la presencia del poder público en el rito sacral de autodefensa lo convierte en ius. Posteriormente la lucha ordálica se ritualiza y el interesado se verá compelido a solicitar y aceptar el juicio (iudicium) de la comunidad sobre la existencia del derecho, de la lesión producida y de la naturaleza y proporción del acto de autodefensa solicitado. Se inicia así un lento proceso histórico en el que la vis privata fue progresivamente limitada primero y sustituida después por la vis publica en la defensa de los derechos de los particulares. Los juristas romanos contemplan frecuentemente el ius desde la óptica de la acción, de modo que en su lenguaje la atribución de una acción implica el reconocimiento del derecho defendido por ésta.

			Distinto de la acción es el interdicto, orden emanada del poder para proteger una situación de hecho vinculada a un interés público. Esta orden se dicta frecuentemente en beneficio de particulares, pero, a diferencia de la acción, el interdicto no reconoce, en principio, al beneficiario ninguna clase de derechos.

			
VI.RASGOS DEFINITORIOS DEL DERECHO ROMANO

			12.Auctoritas y potestas en la creación del ius. derecho doctrinal. Casuismo. Carácter jurisdiccional

			Suele afirmarse que el derecho en Roma es fruto de la colaboración de dos instancias complementarias, caracterizadas respectivamente por el prestigio social o político (auctoritas) —manifestado en el reconocimiento comunitario de competencia o sabiduría a quienes la encarnan — y por la ostentación del poder público (potestas). En efecto, durante la mayor parte de su historia el derecho de Roma, en especial el privado, es materialmente un derecho doctrinal, vinculado a la resolución de conflictos y elaborado por un grupo de técnicos independientes que se consagran al desarrollo de la jurisprudencia, ciencia autónoma por sus principios, por su método y por su finalidad. Esta creación jurisprudencial se reviste de forma jurídica cuando es asumida por los órganos sociales a los que la comunidad política encomienda la administración de justicia. La vinculación de la creación del ius a la resolución de situaciones conflictivas permite definirlo como un derecho casuístico. Por lo demás, la vinculación de la actividad jurisprudencial a la administración de justicia implica que el derecho privado posea también un marcado carácter jurisdiccional y abierto, puesto que frecuentemente avanza por medio de la apertura de nuevos cauces procesales para la defensa de situaciones no previstas en el derecho preexistente al conflicto que requiere solución. En cuanto al derecho público —durante el mismo período—, la autoridad corresponde al Senado y la potestad al pueblo y a los magistrados.

			13.Carácter personalista. Formalismo. Respeto por la tradición. Coexistencia de sistemas jurídicos

			Otros rasgos marcan la evolución del derecho romano. En primer lugar, su inicial carácter personalista, en cuanto que ordenación únicamente aplicable a los miembros de la comunidad romana, fue superado de modo progresivo por medio de diversos expedientes, a medida que, al entrar Roma en contacto con los pueblos del Mediterráneo e incorporarlos progresivamente a su Imperio, se hizo necesario ordenar las relaciones y resolver los conflictos que se planteaban entre privados de diversas nacionalidades. Finalmente, la concesión de la ciudadanía a todos los habitantes del Imperio mediante la constitutio Antoniniana de 212 d. C. (Papiro Giessen 40 col. I; Cass. Dio 77, 9, 5) supuso en la práctica la transformación del derecho romano en un ordenamiento territorial.

			En segundo término, el carácter formalista del derecho romano más antiguo, que debe ser puesto en conexión con el ritualismo religioso de sus instituciones y exigió el empleo de modos solemnes de celebración para la validez de los actos jurídicos, fue paulatinamente abandonado a lo largo de la historia, con el consiguiente reconocimiento de trascendencia a la voluntad real de los agentes jurídicos.

			Se debe destacar, por último, el respeto por la tradición que lo caracteriza y que tiene como consecuencias principales la tendencia a evitar la derogación de los preceptos jurídicos caídos en desuso, los cuales simplemente se abandonan, así como la coexistencia de sistemas jurídicos sucesivos, fundamentados en principios parcialmente divergentes, que regulan frecuentemente materias comunes de modo contradictorio. En este sentido, el jurista Gayo parece referirse a los derechos del Pueblo romano (iura Populi romani [Gai. 1, 2]) por cuanto la ordenación jurídica romana se articula en una pluralidad de sistemas jurídicos cuyos preceptos emanan de diversos tipos de fuentes.

			
VII.PERIODIZACIONES DE LA HISTORIA DEL DERECHO ROMANO

			14.Periodizaciones política y jurídica

			El derecho evoluciona y se transforma al ritmo que le marca la sociedad a la que sirve y con la que, en cierta medida, interactúa. El estudio del derecho de la civilización romana, que se desarrolló temporalmente durante más de un milenio —si se entiende concluida aquélla con la muerte del emperador Justiniano—, ha de tener en cuenta esta circunstancia. Durante todo ese tiempo, el derecho de Roma conservó su identidad por encima de las profundas transformaciones a las que se vio sometido. En esta evolución jurídica existe una línea de continuidad en la que la fijación de acotaciones resulta artificial. No obstante, para facilitar la comprensión de las principales fases por las que atraviesa el derecho romano, suele dividirse su historia en períodos, en cada uno de los cuales sea posible descubrir un conjunto de caracteres comunes que lo identifiquen y distingan de las restantes épocas históricas. Se han ensayado múltiples periodizaciones, fundadas principalmente en dos criterios. El primero es el de la historia política y, con base en él, se distinguen la época monárquica (753 a. C.-509 a. C.), la época de la Alta República (509 a. C.-367 a. C.), la de la Baja República (367 a. C.-27 a. C.); el período del Principado (27 a. C.-284 d. C.) y el del Dominado (284 a. C.-476 d. C./565 d. C.).

			Entre las periodizaciones que toman como base la historia del derecho privado, se encuentra muy extendida la que diferencia una época arcaica (753 a. C.-367 a. C.), en la que se conforman los caracteres esenciales del derecho civil romano, otra preclásica (367 a. C.-130 a. C.), caracterizada por la incorporación a Roma de los principios universales del derecho de gentes a través de la jurisdicción del pretor, la época clásica (130 a. C.-230 d. C.), durante la cual la creación del derecho es obra material de un grupo de expertos, no incorporados en condición de tales a las instituciones políticas que tienen encomendada la administración de justicia, una época postclásica (230 d. C.-527 d. C.) y la época justinianea (527 d. C.-565 d. C.).

			15.Periodización jurídico-política

			En esta obra se sigue una periodización que pretende, primando la historia jurídica, no olvidar la evolución de la sociedad política en la que se crea y desarrolla el derecho cuya historia se divide en períodos. En virtud de estos criterios de división, la época arcaica (753 a. C.-300 a. C.) se extendería desde la fundación de la ciudad hasta al 300 a. C. y tendría como eje central la fecha del 450 a. C., en la que se aprobarían las XII Tablas —fuente de todo el derecho romano público y privado (Liv. 3, 34. 6) —. Durante este período inicial, se conforman las principales instituciones políticas de la comunidad romana, los caracteres esenciales de su derecho civil (ius civile) y un modo de litigar oral, solemne y reservado a los ciudadanos (legis actiones).

			En los albores del siglo III a. C. se produce una serie de transformaciones políticas, sociales y jurídicas que anuncia la aparición de un nuevo período. Por una parte, culmina la integración de la plebe y el patriciado. En efecto, en el año 300 a. C., la lex Ogulnia permite el acceso de los plebeyos al colegio pontifical y poco después (286 a. C.) la lex Hortensia equipara definitivamente las decisiones de la plebe a las leyes aprobadas por el pueblo. En otro orden de asuntos, pero en relación con este fenómeno, en el 304 a. C. se publican los formularios pontificales necesarios para litigar por medio de las acciones de la ley, abriéndose con ellos el conocimiento del derecho a los particulares y, en consecuencia, la posibilidad de que éstos se dediquen a la actividad jurisprudencial Todos estos acontecimientos se suceden en el marco de un proceso de expansión de la comunidad romana por el Mediterráneo que conocerá en las décadas siguientes una fulgurante aceleración como consecuencia de su triunfo en la primera guerra púnica, factor decisivo en la transformación económica de Roma. Este nuevo momento social, político y económico inaugura la llamada época clásica de la historia jurídica romana (300 a. C.-284 d. C.), la cual se caracteriza por la creación jurisprudencial del derecho y su vinculación con un nuevo modo de litigar —surgido en los primeros decenios de este período— escrito, no formalista, ágil y abierto a los extranjeros (agere per formulas).

			Dentro del amplio arco temporal que abarca la época clásica se distinguen tres períodos: la época preclásica, la época clásica republicana y la época clásica imperial. En primer término, y de modo principal en relación con el derecho privado, la denominada época preclásica (300 a. C.-150 a. C.) es una fase inicial de la época clásica, sólo en cierto sentido independiente de ella, que se extiende desde la privatización de la actividad jurisprudencial hasta la fecha aproximada de publicación de las primeras obras jurídicas de carácter científico. Se trata de un período en el que se sientan las bases políticas y jurídicas que sostendrán la gran creación doctrinal del derecho clásico. Durante esta fase, Roma consolida su expansión territorial, hacia occidente primero y hacia oriente después, sometiendo e incorporando a la civilización romana las comunidades que pueblan las tierras conquistadas . Esta nueva situación exige que se amplíen las fronteras del ius, mediante el desarrollo del modo de litigar per formulas, que da cobertura a nuevos negocios no contemplados en el ius civile y protege a los extranjeros que participan en ellos.

			La época clásica republicana (150 a. C.-el 27 a. C.), coincidente con la fase final de la República, contempla la superación del nacionalismo jurídico romano inicial y la consolidación de un modo de creación doctrinal del derecho sustentado en la labor de los juristas, grupo de expertos que privadamente desarrollan de modo racional el derecho por vía de interpretación. Culturalmente resulta decisivo el encuentro con la cultura helenística, que influye a través de los educadores griegos en la formación de las nuevas generaciones de las élites romanas. En este período resulta crucial la incorporación a la creación jurisprudencial de los instrumentos que proporcionan la filosofía y, en particular, la lógica helenísticas. El viejo conocimiento sapiencial de los juristas se transforma en ciencia merced a este nuevo método de estudio y exposición del derecho que, no obstante, se adapta al carácter casuístico que acompañó la actividad de la jurisprudencia romana desde su origen.

			La época clásica imperial (27 a. C.-284 d. C.) es la correspondiente a la actividad jurídica que se desarrolla durante el Principado. Tras el colapso de la República, el nuevo régimen instaurado por Augusto conserva las estructuras políticas, las fuentes y las instituciones jurídicas republicanas, controladas y transformadas por el nuevo poder del príncipe. Surgen además paralelamente nuevas funciones públicas al amparo del régimen, nuevas fuentes de creación del derecho, fruto de la actividad normativa de este, y un nuevo modo de litigar (cognitio extra ordinem). La jurisprudencia de este período armoniza este mosaico de fuentes jurídicas de diversa naturaleza a través de la actividad de interpretación del derecho. Durante la época clásica imperial alcanzan máximo alcance tres caracteres del ordenamiento romano que provienen de épocas anteriores: la superación del formalismo, que cede progresivamente el paso a la equidad natural como fundamento material de todo el derecho; la racionalidad de la creación jurídica, que se plasma en la plena madurez doctrinal de la jurisprudencia de este período, y la universalización del derecho romano, que culmina con la concesión de la ciudadanía a todos los habitantes del Imperio (Constitución Antoniniana de Marco Aurelio Antonino Caracalla [Papiro Giessen 40 col. I; Cass. Dio 77, 9, 5]).

			La época postclásica (284 d. C.-565 d. C.) coincide con el régimen político del Dominado, surgido —tras la gran crisis económica, política e institucional generada en el siglo II d. C.— de las reformas constitucionales operadas durante los gobiernos de Diocleciano (284 d. C.-305 d. C.) y Constantino (306 d.C.-337 d.C.), y se extiende hasta la muerte del emperador Justiniano I. Las tendencias centrífugas, de carácter político, económico y cultural, ocultas durante el Principado en la diversidad de pueblos, etnias y culturas que integran el Imperio, unidas a una crisis institucional en el gobierno del Imperio y a una crisis económica sistémica, exigen la reforma del sistema político en el que se había sustentado el dominio de Roma sobre el mundo Mediterráneo durante la época clásica. Surge así un régimen definitivamente monárquico que reorganiza la administración del territorio y gobierna apoyado en una sólida burocracia rígidamente jerarquizada. la división del mundo romano en dos Imperios, occidental y oriental. La estructuración del ejercicio del poder en zonas territoriales culmina tras la muerte de Teodosio I (395 d. C.) con la definitiva división del Imperio en dos partes, adaptadas a las características culturales y económicas de cada una de las dos grandes zonas en que se divide el territorio imperial. Por otra parte, la crisis del siglo III d. C. evidenció la necesidad de fundar la sociedad romana sobre nuevas bases, de modo que las funciones públicas, hasta ese momento desarrolladas en gran medida por las élites sociales, se estatalizan. A esta tendencia no escapa el derecho, cuya principal fuente de creación será la ley, identificada ahora con la decisión del emperador, depositario de la voluntad popular. Conserva, no obstante, valor el acervo de saber generado por la jurisprudencia clásica. En conexión con el asentamiento del nuevo sistema político y sus consecuencias para el ámbito jurídico, la cognitio extra ordinem sustituye por completo al agere per formulas como procedimiento civil para la resolución de conflictos. El derecho de la época postclásica se ve influido por tres factores que condicionan su desarrollo en distinta medida de modo diverso según los territorios. Existe una vulgarización de las instituciones jurídicas, especialmente manifestada en el occidente romano, consecuencia de la pérdida del nivel cultural, económico e institucional que sufre esa parte del Imperio. Esa tendencia vulgarizante convive, y en parte se confunde, con la influencia creciente de las costumbres germánicas de las élites que se hacen progresivamente con el control del Imperio romano de occidente hasta el momento final producido en 476 d. C. En la parte oriental del Imperio emerge la nunca perdida influencia helenística, transformando las instituciones jurídicas mediante la asunción de costumbres que habían pervivido en la práctica jurídica de estos territorios durante la época clásica y en el período postclásico reciben reconocimiento legal. Finalmente, el cristianismo, a través de sus principios morales y de las normas y preceptos emanados de la jerarquía eclesiástica, ejerce creciente influencia sobre la evolución del derecho romano en ambas partes del Imperio — ya desde el Edicto de Milán de Constantino y Licinio (a. 313 [Lact. mors. pers. 48]), sobre tolerancia de cultos, pero de modo vehemente con el edicto de Tesalónica de Teodosio I (a. 380 [CTh. 16, 1, 2; CJ. 1, 1, 1]) que eleva al Cristianismo a religión oficial del Imperio— .

			Aunque parte integrante de la época postclásica, por su vocación renovadora de la clasicidad romana y su singular trascendencia para la conservación y transmisión de derecho romano clásico, se reserva de modo específico la denominación de época justinianea para el reinado de este emperador (527 d. C. a 565 d. C.).

			
VIII.FUENTES DE PRODUCCIÓN Y FUENTES DE CONOCIMIENTO

			16.Fuentes de producción

			A lo largo de estas páginas se alude con frecuencia a las fuentes del derecho romano. Es preciso distinguir entre fuentes de producción y fuentes de conocimiento.

			Fuentes de producción son tanto los actos a través de los cuales se crea el derecho como los órganos sociopolíticos de los que emanan esos actos. En este sentido, Cicerón (Topic. 28), al afirmar que el derecho civil es el que consiste en leyes, senadoconsultos, cosas juzgadas, la autoridad de los peritos en derecho, los edictos de los magistrados, la costumbre y la equidad, propone las que a su criterio son fuentes del derecho en la época final de la República. Por su parte, el jurista Gayo (siglo II d. C.), tras iniciar su obra afirmando que todos los pueblos se rigen por leyes y costumbres (omnes populi, qui legibus et moribus reguntur [Gai. 1, 1]), enumera las fuentes del derecho romano imperial al declarar que los derechos del pueblo romano constan de leyes, plebiscitos, senadoconsultos, constituciones de los príncipes, edictos de los que tienen la facultad de publicarlos y respuestas de los prudentes (Gai. 1, 2). La primera parte de esta obra estudia las fuentes de producción del derecho romano y su evolución a lo largo de la historia.

			17.Fuentes de conocimiento

			Las fuentes de conocimiento son los documentos y restos de cualquier género que proporcionan información sobre el derecho de Roma. Dentro de las fuentes de conocimiento se distinguen las técnicas o jurídicas, que son los documentos que contienen actos de creación, de aplicación o de explicación del derecho, de las fuentes atécnicas o literarias, restos de diversa naturaleza, que aportan noticias sobre la esencia, los caracteres, el contenido o la aplicación del derecho romano.

			17.1. Fuentes de conocimiento jurídicas. Las fuentes jurídicas conservadas han llegado al presente por diversas vías y en distintos soportes. Una parte de las relativas al derecho público se conserva grabada en piedra o en bronce. Son las llamadas fuentes epigráficas. Es el caso de las leyes municipales, que se otorgaban por Roma para constituir un municipio o colonia, y contenían las reglas de organización y funcionamiento de la nueva comunidad. El territorio de la Bética, parcialmente coincidente con la actual Andalucía, ha sido particularmente fértil en hallazgos de esta naturaleza. Destacan la lex Genetivae Iuliae Ursoniensis, o ley de Osuna, las leges Salpensana y Malacitana y, de modo principal por el volumen de información que aporta, la lex Flavia Irnitana, estatuto de Irni, desconocido municipio posiblemente situado en la Sierra Sur sevillana.

			Las fuentes jurídicas para conocer el derecho privado suelen recibirse en papiros o pergaminos, aunque también en otros soportes. En concreto, se conservan en láminas de bronce o tablillas enceradas documentos de la práctica negocial que dan testimonio del derecho utilizado en la época clásica. Es el caso de los documentos hallados en Pompeya y Herculano, cuyo conocimiento ha permitido confirmar la información proporcionada por las fuentes jurídicas principales, muchas de las cuales proceden de copias elaboradas varios siglos después de la redacción del original, coetáneo de estos documentos negociales.

			Las obras jurídicas se transmiten en ocasiones directamente. Muestra de ello son las Instituciones de Gayo, manual introductorio al estudio del derecho, publicado en el siglo II d. C., que se ha conservado en una copia del siglo v. En relación con el derecho clásico, la mayoría de las fuentes de la época han debido ser reconstruidas a partir de escritos posteriores en los que se contienen citas o fragmentos de las originales. Así sucede con los Códigos Gregoriano y Hermogeniano cuyo contenido nos llega a través de los Códigos Teodosiano y Justiniano o con el propio Código Teodosiano y las Pauli Sententiae, obra posclásica de autor desconocido, cuyo tenor se conoce principalmente por haber sido incluida una gran parte de ambos en la Lex Romana Wisigothorum. La reconstrucción de todas estas obras exige, en la medida de lo posible, integrar el contenido que se conserva en la fuente principal con fragmentos transmitidos a través de otras fuentes. Este método de trabajo ha resultado de capital importancia para la reconstrucción de las obras de los juristas clásicos, perdidas casi en su totalidad y cuya principal fuente de transmisión es el Digesto, que, como se ha indicado anteriormente, contiene una exposición general del derecho elaborada mediante la recopilación de fragmentos de obras de los juristas clásicos. Esta actividad de reconstrucción, denominada palingenesia iuris civilis, sigue el método iniciado por el romanista alemán Otto Lenel, que toma como base las inscripciones de cada uno de los fragmentos que componen el Digesto, en las que se hace mención del autor, de la obra y del libro que, dentro de ella, contiene el fragmento citado. De este modo, se puede trasladar cada uno de ellos al libro del que procedía e integrar el resultado con fragmentos procedentes de otras fuentes, ordenando los textos dentro de cada libro con diversos criterios filológicos, sistemáticos, jurídicos o comparativos. En un segundo momento, los resultados obtenidos pueden ser complementados por las citas de juristas más antiguos que figuran en las obras de juristas posteriores. Con la palingenesia se han logrado recuperar en gran medida las obras jurisprudenciales del siglo III d. C., en menor extensión las del siglo II d. C. y de modo reducido las de los siglos i a. C. y i d. C.

			Dos últimas observaciones deben realizarse en relación con las fuentes de conocimiento jurídicas. En primer término, aquellas que constituyen vehículo de transmisión de obras clásicas proporcionan simultáneamente información directa sobre el derecho de la época en la que fueron elaboradas. En segundo lugar, en el estudio de los documentos jurídicos romanos contenidos en papiros y en pergaminos, no puede ignorarse la circunstancia de que han sufrido un largo proceso de transmisión textual en el que se han podido ver afectados tanto por errores formales producidos en ese proceso como por modificaciones formales o sustanciales ocasionadas por la necesidad de adaptar su contenido a los cambios producidos en el derecho vigente. Sobre este aspecto se volverá al concluir el estudio de la evolución histórica del derecho Romano.

			17.2. Fuentes de conocimiento literarias. Las fuentes literarias complementan a las jurídicas, que deben considerarse esenciales para el conocimiento del ius, pero, no obstante ese carácter accesorio, no pueden ser minusvaloradas, pues en ocasiones aclaran el sentido de aquellas o suplen las lagunas ocasionadas por la carencia o deficiencia de la documentación jurídica que ha llegado hasta la actualidad. En relación con el derecho público, las fuentes literarias son además de capital importancia, pues la mayor parte de la información que se posee sobre la organización política romana procede de ellas. Aunque puede considerarse fuente literaria cualquier resto arqueológico que dé noticias sobre el derecho de Roma, la información procede de modo principal de autores literarios. Entre ellos se debe destacar a Marco Tulio Cicerón, político, filósofo, abogado y orador del siglo i a. C., buena parte de cuya obra se conserva. Cicerón, cuyo conocimiento y participación en la práctica del derecho lo sitúa próximo a los testimonios jurídicos y es fuente de información, en ocasiones principal, tanto del derecho público como del derecho privado republicano.

			A título de ejemplo y sin pretensión de exhaustividad, se deben mencionar, en primer término, historiadores romanos antiguos como Fabio Píctor, Cincio Alimento y Marco Porcio Catón; clásicos republicanos como Polibio, Salustio o César; imperiales como Tito Livio, Plinio el Viejo, Dionisio Halicarnaso, Tácito, Suetonio, Plutarco, Dion Casio, los Scriptores Historiae Augustae, Apiano de Alejandría, Flavio Josefo, Amiano Marcelino y, en el ámbito cristiano, Eusebio de Cesarea.

			En el campo de la retórica, estrechamente vinculado al mundo jurídico, deben mencionarse Séneca el Rétor, Quintiliano y Plinio el Joven, conocido éste por sus epistulae, correspondencia del autor con diversos interlocutores, entre ellos el emperador Trajano. Por otra parte, es de interés para la fundamentación del derecho la obra del filósofo Séneca. De eruditos como Aulo Gelio, autor de las Noches Áticas y Macrobio, creador de las Saturnalia, que relatan anécdotas y curiosidades de tiempos antiguos, se obtiene información sobre la vida política, social y jurídica de las épocas arcaica, preclásica y clásica inicial; filólogos, como Varrón y Festo aportan información esencial sobre el origen, significado y uso de las palabras en el período final de la República e inicial del Principado y Valerio Probo redacta un libro sobre abreviaturas o siglas jurídicas, conservado parcialmente, de gran utilidad para el estudio del derecho procesal. En el campo de la literatura, los dramaturgos Plauto y, en menor medida, Terencio, al dibujar un fresco de la vida romana republicana, proporcionan información de primera mano sobre la práctica del derecho en esa época. En cuanto a los poetas, como Catulo, Propercio, Virgilio, Ovidio u Horacio, junto a noticias de diverso interés para la historia del derecho, dan testimonio de las conexiones semánticas entre el campo jurídico y otras facetas de la vida humana y social. También resultan útiles las aportaciones de escritores técnicos como Vitrubio, en arquitectura, Galeno, en medicina, o Vegecio y Frontino, en el arte de la guerra. Finalmente, los Padres de la Iglesia, como San Agustín, San Jerónimo o San Antonio y otros escritores eclesiásticos como Lactancio, son fuente de conocimiento para el derecho de la época posclásica.
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			PARTE PRIMERA

			
INTRODUCCIÓN HISTÓRICA AL DERECHO ROMANO

			
I.LA ÉPOCA ARCAICA


		

	
		
			TEMA 2

			
LA PRIMERA CONSTITUCIÓN POLÍTICA ROMANA

			
I.PREHISTORIA, PROTOHISTORIA, HISTORIA

			18.La Italia de la Edad del Bronce (segundo milenio a. C.) se muestra como un territorio uniforme desde el punto de vista cultural. La denominada «cultura apenínica» revela una estructura política basada en grupos de parentesco, en la que los asentamientos —inicialmente permanentes sólo durante varias generaciones— se constituyen como pequeñas aldeas de un evidente carácter preurbano, por tanto, sin una organización centralizada del poder ni estratificación social, aunque conoce la hegemonía del guerrero, el prestigio social del artesano y el comienzo de las instituciones clientelares ligadas a la aparición de una aristocracia gentilicia. Durante este período llegan a la península italiana grupos humanos de lengua indoeuropea, al tiempo que se constata la presencia de contactos con la civilización micénica desde el siglo XVI a. C., muy intensos en la zona sudoriental. Fruto de tales influencias, a finales de la Edad del Bronce se produce una diferenciación regional, muy acusada ya en los comienzos de la Edad del Hierro, en torno al 900 a. C. En esos momentos, el Lacio antiguo —Latium Vetus—, la llanura situada al sur del Tíber, se halla poblada por un pueblo que habla una lengua indoeuropea, el latín. Los primeros indicios de ocupación estable del emplazamiento de Roma se sitúan alrededor del 1000 a. C. (un conjunto de sepulturas de incineración localizadas en el Foro). Las comunidades protourbanas del Latium Vetus de la Edad del Hierro antigua (900-770 a. C. correspondiente a las fases IIA y IIB de la cultura lacial), abiertas en un sentido geográfico y demográfico, integraban una estructura política superior: el nomen Latinum, de cuya existencia quedan algunos rastros en las fuentes, singularmente en la mención de los treinta pueblos albenses (populi Albenses) (Plin. nat. hist. 3, 69; cfr. Liv. 1, 1, 5; 1, 38, 4; 2, 18, 3; Dion. Hal. 3, 31, 4; 4, 49, 2; Macrob. Sat. 1, 16, 16). Diversas comunidades se sucedieron en la hegemonía —gobierno de jefaturas— de la federación: Lavinio, Alba Longa, Aricia y finalmente Roma (Varr. ling. Lat. 5, 144; Fest. verb. sign. s.v. Praetor [Lindsay, 276]).

			La integración se manifestaba en un culto común, singularmente las Ferias Latinas en honor de Júpiter Laciar (Varr. ling. Lat. 6, 25; Dion. Hal. 4, 49, 2); en la convocatoria de asambleas representativas —concilia (Liv. 1, 50, 2; 6, 36, 6)— y en la elección de una autoridad militar temporal: un dictator Latinus (Cat. orig. fr. 58 P.; ) o dos pretores (Liv. 8, 3, 9); entre los latinos se daba originariamente un status semejante a la ciudadanía común: isopoliteia (Dion. Hal. 4, 58, 3; 6, 63, 4).

			
II.FUNDACIÓN DE LA CIUDAD

			19.Dentro de la comunidad latina y en coexistencia con la situación descrita se produce un fenómeno de progresiva condensación o unificación institucional de los diversos núcleos poblacionales. La futura Roma experimenta la integración del conjunto de aldeas allí existentes, pagi, lo que da lugar a una embrionaria y transitoria organización aún no plenamente centralizada en la que el nuevo elemento territorial compite con las estructuras de parentesco o gentilicias: tal estado de cosas se revela en la organización de las curias. De esta Roma protourbana se conserva un eco en la fiesta del Septimontium celebrada el mismo día, 11 de diciembre, pero por separado en las cimas del Palatino, del Cermalo y del Velia, en las tres cimas del Esquilino (Cispio, Opio y Fagutal), en el Celio y en el valle conocido como Subura (Varr. ling. Lat. 5, 41; 6, 24; Fest. s.v. Septimontium [Lindsay, 458-459]; Cic. dom. 28, 74); y en la celebración de los Argea —15-16 de marzo; el 15 de mayo tenía lugar el ritual de los argei— vinculados a 24 (o 27) lugares de culto situados en las colinas del Septimontium, el Viminal y el Quirinal, pero no en el Capitolio (Varr. ling. Lat. 5, 45; 7, 44). La Roma protourbana del Septimontium dará lugar al nacimiento o fundación de la ciudad a mediados del siglo VIII a. C. La constitutio Romuli (Cic. rep. 1, 31, 53) crea —superponiéndose a la realidad anterior— un centro de poder encarnado en una magistratura común, rex, de base territorial, ager Romanus, articulada sobre tres tribus —Ramnes, Ticies y Lúceres (Cic. rep. 2, 8, 14)— formadas por diez curias cada una, con objeto de facilitar la realización del censo —relacionado con los Fornacalia (Ovid. Fast. 2, 531-532)— una de las instituciones claves junto al calendario (Liv. 1, 19, 6) de la vida ciudadana, determinante para la organización del ejército, de la vida política e incluso para la distribución de la tierra (Dion. Hal. 2, 7, 1-4). Conviene precisar que el carácter territorial de las tribus (Varr. ling. Lat. 5, 55) no excluye su originaria condición «étnica» (latinos, sabinos y etruscos), puesto que la constitución ciudadana no suprime la realidad anterior; las curias mantendrán una ambivalencia entre el criterio gentilicio y la nueva articulación territorial. Centralización y territorialidad son las marcas del surgimiento de la ciudad-Estado. Los descubrimientos arqueológicos de los últimos decenios parecen dar la razón a la cronología tradicional recogida en las fuentes romanas (Varrón, Fabio Píctor, Catón, Cincio Alimento). Durante la primera época monárquica el territorio sometido a los romanos (fines populi Romani, ya no coincidente con el ager Romanus, convertido en concepto del derecho augural) no superaba los 150 km2 y contaría inicialmente con unos 10.000 habitantes; para llegar a finales del período monárquico a unos 800 km2 y unos 35.000 habitantes. Sin embargo, la ciudad en sentido jurídico, urbs, significa el lugar delimitado por el pomerium, límite inaugurado y por ello santo realizado conforme a las reglas del derecho augural de origen etrusco (Cat. orig. fr. 18 P.; Liv. 1, 44, 3) cuya existencia distinguía a una ciudad de otros centros habitados, oppida (Varr. ling. Lat. 5, 143). El pomerium delimitaba el poder de los magistrados, imperium domi / imperium militiae especialmente respecto a la provocatio ad populum (Cic. rep. 1, 40, 63; leg. 3, 3, 6) y repercutía paralelamente en la clasificación de los auspicia publica: auspicia urbana / auspicia militaria (Varr. ling. Lat. 5, 143; Cic. div. 2, 36, 77; Gell. 13, 14, 1). El primer pomerium fue constituido sobre el Palatino según se desprende de los Lupercalia (Varr. ling. Lat. 5, 85; 6, 13; Dion. Hal. 1, 80, 1; Ovid. Fast. 2, 267-448; Tac. ann 12, 24); conoció sucesivas ampliaciones hasta la época del principado; a finales de la república cerraba una extensión de unas 285 ha. Conviene añadir que la fundación de Roma como ciudad-Estado se vio fuertemente influida en muchos de sus rasgos por la civilización etrusca y la presencia en Italia de colonias griegas —la primera en la isla de Ischia en torno al 770 a. C.; poco después Cumas—, aunque no puede hablarse estrictamente de una relación causa-efecto, dado que las tres sociedades florecen en el siglo VIII a. C. La mediación griega fue clave en la difusión italiana del alfabeto: de hecho la inscripción griega más antigua conocida, antes del 770 a. C., procede de la necrópolis de Osteria dell’Osa en el Lacio.

			
III.RASGOS DEFINITORIOS DE LA ROMA FUNDACIONAL

			20.Populus Romanus Quirites

			Desde el punto de vista constitucional la fundación de Roma hace surgir un sujeto jurídico, el populus (Gai. 1, 3), al cual se atribuye la titularidad de los derechos y deberes públicos. Populus Romanus indica un determinado tipo de organización estatal. La decisión del populus, iussum (Liv. 1, 22, 1), se expresa por medio del voto, suffragium (Gell. 13, 16, 2-3), cuyo ejercicio cualifica a una asamblea como comitia (Cic. div. 2, 35, 54); este aspecto concreto del concepto de pueblo explica que a veces se aproximen los significados de populus y comitia (Liv. 7, 17, 12). Pero estrictamente el populus designa al conjunto de los ciudadanos, cives, cualquiera que sea su edad, género o actividad; con inclusión de las pasadas generaciones (D. 1, 3, 32, 1 [Juliano, 84 dig.]). Así pues, el populus no indica la población en sentido étnico, natio (Cic. Phil. 10, 10, 20), sino la comunidad independiente establecida sobre un territorio —ager Romanus primum divisum in partis tris, a quo tribus appellata Titiensium, Ramnium, Lucerum (Varr. ling. Lat. 5, 55)— y organizada jurídicamente (Cic. rep. 1, 25, 39; Liv. 1, 8, 1). La condición de ciudadano, civis, es la civitas, concepto vinculado con el de libertas (Cic. Caec. 33, 96); indica también el conjunto de ciudadanos (Cic. rep. 6, 13, 13; Isid. etym. 15, 2, 1), y en este sentido es equiparable a populus: civitas es por ello constitutio populi (Cic. rep. 1, 26, 41); sólo por metonimia significa la ciudad en sentido material (Gell. 18, 7, 5). Se habla también de corpus civitatis (Liv. 26, 16, 9) y de persona civitatis (Cic. off. 1, 34, 124). La organización político-administrativa del populus —conjunto de cives— es la res publica (Liv. 22, 10, 1-6) o res Romana (D. 1, 1, 1, 2 [Ulpiano, 1 ins.]). En su formulación más arcaica las fuentes hablan de populus Romanus Quirites (Gell. 1, 12, 14; 10, 24, 3; Fest. verb. sign. s.v. Dici [Lindsay, 59]). Quiris y sus derivados son términos que designan al ciudadano, más antiguo que civis (Fest. s.v. Quirinalia [Lindsay, 304]; Gell. 15, 27, 4) —como ocurre igualmente con caput (Liv. 3, 3, 9)—. La dualidad de esta expresión subraya la concepción plural y consensual que Roma tenía de la comunidad política. De principios del siglo II a. C. es la expresión populus senatusque Romanus (p. e., ILS. I 15) luego sustituida por senatus populusque Romanus (p. e., ILS. I 72, 81, 83). Corresponde a un sentido integrador semejante las fórmulas sucesivas populus plebesque (Cic. Muren. 1, 1; Macrob. Sat. 1, 17, 28) y populus plebesve o derivadas (lex Latina tabulae Bantinae 14; lex Rubria de Gallia Cisalpina XX 29).

			21.Patronos y clientes; ordenación censitaria; patricios y plebeyos; nobilitas

			Desde un punto de vista jurídico la constitutio Romuli establecía la igualdad de todos los ciudadanos (Liv. 1, 43, 10; Dion. Hal. 4, 20, 2). Sin embargo, las diferencias económicas, articuladas a través de la relación patrono-cliente (Dion. Hal. 2, 10, 1-4) basada en la fides, preexistían a la fundación de la ciudad y la estratificación social se intensificó con el desarrollo de las instituciones estatales. El derecho constitucional terminó por asumir esta realidad socioeconómica estableciendo una ordenación censitaria durante el reinado de Servio Tulio (578-534 a. C.): el censo del patrimonio de cada ciudadano establecía la medida de su contribución fiscal y militar al tiempo que, como contrapartida, otorgaba un peso desigual en el derecho de voto, suffragium (Liv. 1, 42, 5; Dion. Hal. 4, 19, 1). Pese a la aparente opinión contraria de la tradición —expresada no sin vacilaciones (Dion. Hal. 2, 8, 1-4)— la configuración del grupo social de los patricios se produce en la etapa final de la monarquía y comienzos de la república (509 a. C.) como consecuencia de la creciente monopolización por un grupo de familias del cargo de senador y de las magistraturas (Liv. 1, 8, 7: patres certe ab honore, patriciique progenies eorum appellati; Liv. 4, 4, 7). El conjunto de familias patricias, divididas a su vez en maiores gentes y minores gentes (Cic. rep. 2, 20, 35; Liv. 1, 35, 6; Tac. ann. 11, 25, 2), no logró —como quería— constituirse como un grupo cerrado, es decir, como una casta en sentido estricto: estuvo a punto de conseguir esta «clausura» cuando en la Ley de las XII Tablas se introdujo la prohibición de contraer matrimonio, conubium, entre patricios y plebeyos (tabla XI, 1: Cic. rep. 2, 37, 62; Liv. 4, 4, 5; 4, 6, 2); pero muy pronto, en el 445 a. C., el plebiscito Canuleyo levantó esta limitación (Liv. 4, 6, 3-4). No obstante, a partir de la segunda mitad del siglo v a. C., el patriciado se convirtió en el único grupo que podía acceder a las magistraturas ciudadanas, ius honorum, y a los sacerdocios. Asimismo, el grupo de senadores patricios ejercían la auctoritas patrum y el interregnum. La ideología patricia fundaba su predominio en una pretendida calidad superior de su estructura familiar y consiguiente vinculación con los auspicios (Liv. 4, 6, 2; 10, 6, 10; 10, 8, 9); en realidad, el sistema gentilicio abarcaba a todos los grupos sociales como demuestra la común difusión del nomen y el derecho hereditario. El nacimiento del patriciado trae consigo el de la plebe: conjunto de la población ciudadana no patricia, la cual toma conciencia de su identidad a principios del régimen republicano con la instauración de las asambleas plebeyas, concilia plebis, creando sus propias magistraturas e iniciando así una contienda política que busca la parificación constitucional y la resolución del problema de las deudas y de distribución y uso del ager publicus. Hitos esenciales de este secular proceso de reunificación jurídica y política fueron: 1) la Ley de las XII Tablas, 451-450 a. C. (Liv. 3, 9-57; Dion. Hal. 10, 1-60; D. 1, 2, 2, 4 [Pomponio, enchir. sing.]); 2) el compromiso formalizado en las leges Liciniae Sextiae del 367 a. C. (Liv. 6, 34-42; D. 1, 2): de aere alieno (deudas), de modo agrorum (fijaba un límite cuantitativo en la posesión sobre las tierras públicas) y de consule plebeio (admitiendo a los plebeyos al consulado e instaurando dos nuevas magistraturas, la del pretor y la edilidad curul, reservadas a los patricios: D. 1, 2, 2, 26-27 [Pomponio, enchir. sing.]); 3) las leges Publilia Philonis del 339 a. C. (Liv. 8, 12, 14-16): de plebiscitis; de patrum auctoritate, introduce la auctoritas previa para las asambleas legislativas; de censore plebeio creando, establece que uno de los censores, al menos, debía ser plebeyo; 4) la lex Ogulnia del 300 a. C. (Liv. 10, 6, 6): cinco augures, de ocho; y cuatro pontífices, de nueve, debían ser plebeyos; 5) la lex Hortensia del 286 a. C. (Gai. 1, 3; Gell. 15, 27, 4; D. 1, 2, 2, 8 [Pomponio, enchir. sing.]), que reconoce de modo definitivo —confirmando las normas precedentes del 449 y del 339 a. C.— la obligatoriedad general de los plebiscitos para todo el pueblo. El progresivo acceso de los plebeyos a las magistraturas y a casi todos los sacerdocios reprodujo el fenómeno sociopolítico que había llevado al nacimiento del patriciado en el siglo VI a. C.: desde el siglo IV a. C. hasta finales de la república el ejercicio de los cargos públicos configuró un grupo dirigente, la nobilitas, con rasgos de oligarquía económica pero no cerrado, según demuestra la existencia de homines novi, por pocos que éstos sean (Q. Cic. comm. pet. 1, 2; Cic. leg. agr. 2, 1, 3); es nobilis aquel que desciende por agnación de un magistrado curul y, en particular, el miembro de una familia consular (Liv. 6, 37, 11); debemos subrayar que el concepto no es jurídico, sino político.

			22.Vida asociativa: sodalitates, collegia

			Desde los orígenes, el vínculo jurídico entre las personas individuales —necessitudo (D. 1, 1, 12 [Marciano, 1 inst.]; Gell. 13, 3, 1-5)— se desarrolla no sólo en las relaciones familiares —familia proprio iure, communi iure, gens D. 50, 16, 195 (Ulpiano, 46 ad ed.)—, clientelares, serviles y estrictamente políticas (gentes, pagi, vici, curias, tribus, populus); existe también una esfera voluntaria de asociación, cuyas primeras manifestaciones presentan un fuerte componente sacral compatible con otras finalidades: los Salii Palatini y Collini; las sodalitates de los Luperci Fabiani y Quinctiliani; los sodales Titii o los fratres Arvales. A estas asociaciones nacidas en época precívica, sodalitates, se añaden los collegia artesanales y comerciales del período urbano cuya primera organización se atribuye a Numa (Plut. Num. 17, 3-4; Plin. nat. hist. 34, 1); mencionados a propósito de la ordenación de Servio Tulio (Flor. 1, 6, 3), son admitidos y regulados por la Ley de las XII Tablas (D. 47, 22, 4 [Gayo, 4 ad leg. XII Tab.]); esta temprana existencia del derecho de asociación en Roma excluye la aplicación de un modelo «primitivístico» o excesivamente lineal en el estudio de las instituciones y, por otra parte, confirma la complejidad de la vida económica de la urbs desde época monárquica.

			23.Ager publicus, dominium, heredium, coloniae

			La titularidad del territorio corresponde al populus Romanus; por ello aquél es ager publicus cuyo usus o possessio por particulares deriva de un acto de concesión del poder público explícito o implícito (App. bell. civ. 1, 7; Dion. Hal. 2, 76, 1; Liv. 4, 8, 2; Gell. 4, 12, 1; Fest. verb. sign. s.v. Possesio; s.v. Possessiones [Lindsay, 260 y 277]). Ello es así porque antes del aprovechamiento privado hay siempre una occupatio bellica (Cic. rep. 2, 14, 26; Liv. 1, 46, 1; D. 41, 2, 1 pr. [Paulo, 54 ad ed.]; Sicul. Flacc. de condicionibus agris [Campbell, 104]) o, al menos, una defensa activa fundada en la fuerza, vis, y supremacía, maiestas, de la comunidad. En algunos casos, como el ager compascuus, se mantiene un uso común. Cuando la asignación, divisio et adsignatio, de la tierra se hace con carácter pleno e irrevocable surge la propiedad privada, dominium (Gai. 2, 40). Un tipo especial de propiedad privada de la tierra, quizá la primera en el tiempo, inalienable y vinculada a la familia como domicilium es el heredium (Varr. re rust. 1, 10, 2). El aprovechamiento del ager publicus solía quedar en manos de los patricios (Liv. 2, 41, 2; 3, 1, 3), no por aplicación de una norma jurídica excluyente, sino como consecuencia de su capacidad económica y su privilegiada posición política. De modo que el movimiento plebeyo tuvo entre sus reivindicaciones prioritarias la del reparto —en propiedad privada— de la tierra por medio de leyes agrarias (Liv. 4, 51, 6; 6, 5, 4-5; Dion. Hal. 9, 5, 1); la primera conocida se debe a Espurio Casio en el 486 a. C. (Liv. 2, 41, 3). Por su parte, una de las leges Liciniae Sextiae, la denominada lex de modo agrum, estableció un límite individual de 500 iugera para las concesiones del ager publicus (Varr. re rust. 1, 2, 9; Liv. 6, 36, 11). La fundación, deductio, de colonias se ajustaba a esta finalidad de dar acceso a la propiedad de la tierra, junto a la de seguridad militar (Liv. 8, 21, 11): coloniae Latinae, durante el período de vigencia del foedus Cassianum, 493 a. C., e incluso antes; y desde fines del siglo IV, tras la disolución de la Liga Latina en el 338 a. C., coloniae civium Romanorum.

			24.Dinero

			Como medida de valor, medio de cambio y medio de pago se utilizó desde época preurbana el ganado, pecus, pecunia (Varr. ling. Lat. 5, 95; Cic. rep. 2, 9, 16). En torno al año 1000 a. C. comienza a emplearse el cobre en lingotes informes, sin sello oficial, que necesitaba ser pesado en cada transacción: aes rude, aes infectum (Plin. nat. hist. 33, 13; 33, 43; Isid. etym. 16, 1). A partir de Servio Tulio se perfecciona el sistema anterior: las piezas tienen un peso aproximado de cuatro o cinco libras romanas —una libra, as (Varr. ling. Lat, 5, 169), libra romana: 327 gramos— indicado con signos: aes signatum (Plin. nat. hist. 18, 12; 33, 12). Sin embargo, no hubo un desarrollo unilineal entre los distintos tipos de dinero (Fest. verb. sign. s.v. Ovibus duabus [Lindsay, 220]): las leges Aternia Tarpeia y Menenia Sestia, 454 y 452 a. C., a la hora de fijar el límite máximo de la multa que puede imponer el magistrado sin provocatio ad populum —y el límite del juramento procesal, sacramentum (Cic. rep. 2, 35, 60— recurren todavía a una valoración en ganado: 30 bueyes y 2 ovejas (Dion. Hal. 10, 50, 2) aunque estableciendo una equivalencia en ases, en aes signatum: un buey, mil ases; una oveja, diez ases (Gell. 11, 1, 2). La Ley de las XII Tablas fijaba valores monetarios para las penas (Gai. 3, 223; 4, 14; Gell. 20, 1, 12). Pero todavía una ley del 430 a. C., la lex Iulia Papiria (Cic. rep. 2, 35, 60), establece una vinculación para las multas entre el valor en ganado y el monetario. En un desarrollo ulterior, quizá en la segunda mitad del siglo v a. C., se inscribe en la pieza, ahora ya de forma lenticular, una señal oficial con su valor; podemos hablar de la primera moneda romana: aes grave (Liv. 4, 60, 6); este as libral, cuyo valor se dividía en 12 onzas, unciae, daba lugar a un sistema de múltiplos o submúltiplos.

			25.Ingresos públicos y comercio

			Aunque la tradición menciona el impuesto sobre la propiedad del civis, tributum, como consecuencia de la introducción de la paga al soldado, stipendium en el 406 a. C. (Liv. 4, 60, 5; vid. Gai. 4, 26) existió un sistema tributario desde los orígenes de la ciudad transformado con arreglo a criterios censitarios en época de Servio Tulio (Varr. ling. Lat. 5, 181; Liv. 1, 42, 5; Dion. Hal. 4, 19, 1-4). Algunas formas de concesión del ager publicus exigían el pago de una cantidad periódica, vectigal (Fest. verb. sign. s.v. Vectigal [Lindsay, 508]). A comienzos de la república se introduce el monopolio sobre la sal (Liv. 2, 9, 6). Desde el 394 a. C., caso de Falerios (Liv. 5, 27, 15) se imponen indemnizaciones a los enemigos vencidos. A estas fuentes de ingresos hay que añadir desde antiguo la derivada de la imposición de multas. Asimismo, en el 357 a. C. se establece un impuesto indirecto del 5 por ciento sobre las manumisiones: lex Manlia de vicessima manumissionum (Liv. 7, 16, 7); tal vez existía ya anteriormente un impuesto indirecto sobre las exportaciones e importaciones, portorium. En todo caso, las actividades mercantiles, concentradas en el Foro Boario y ligadas al culto de Hércules, forman parte de la vida ciudadana desde los comienzos y contribuyeron a la misma fundación de la urbs.

			
IV.EL PODER POLÍTICO

			
IV.1.LAS ASAMBLEAS


			IV.1.1. Asamblea por curias


			26.Composición y competencias

			En su primera organización, el populus quedó dividido en tres tribus y cada una de ellas en diez curias de acuerdo con un criterio constitucionalmente igualitario y de tipo territorial (Dion. Hal. 2, 7, 1-4; Liv. 1, 13, 8) aunque la pertenencia se transmitía por nacimiento (Gell. 15, 27, 5). Sin embargo, la curia procede de un tiempo anterior a la ciudad: su carácter originalmente autónomo se manifiesta, entre otros factores, en la existencia de magistrados y sacerdotes propios (Dion. Hal. 2, 21, 2). Al frente de cada curia encontramos a un curio; hay, además, un curio maximus (Fest. verb. sign. s.v. Maximus curio [Lindsay, 113]), que tal vez no sea otro que el precedente inmediato del rex. Las curias proporcionan, por tanto, la continuidad entre el mundo protourbano y la génesis de la ciudad en sentido estricto. El primer ejército romano se reclutaba, legio, por medio de estas divisiones: tres mil infantes, milites, al mando de tres tribuni militum y trescientos jinetes, celeres, dirigidos por tres tribuni celerum (Varr. ling. Lat. 5, 81; 89; 91). Junto a otras funciones religiosas y tributarias, las curias proporcionaron el esquema de la primera asamblea ciudadana: comitia curiata. De acuerdo con un principio que ulteriormente se aplicará también a otras asambleas, los ciudadanos ejercen el sufragio agrupados por curias y cada una de ellas proporciona un voto: la decisión se toma por mayoría de las curias, las cuales votan sucesivamente (Dion. Hal. 2, 14, 3) convocadas y presididas por un magistrado: cum populo agere (Gell. 13, 16, 3). Las competencias de la asamblea son de tres tipos: electorales, legislativas y judiciales. A) Tras la apertura de un interregnum, la asamblea elige a un rey (Liv. 1, 17, 8; 22, 1; 32, 1; 35, 6). B) La lex era propuesta por el rey, rogatio: reciben por ello el nombre de leges regiae (D. 1, 2, 2, 2 [Pomponio, enchir. sing.]; Dion. Hal. 2, 10, 3; 2, 15, 2); entre las leyes destaca en el ámbito del derecho público la necesaria para la declaración de guerra (Cic. rep. 2, 17, 31; Dion. Hal. 2, 14, 3) y la mal conocida lex curiata (de imperio) (Cic. rep. 2, 13, 25; 17, 31; 18, 33; 20, 35; 21, 38), dirigida quizá a la concreta determinación de las competencias del rex y después de los diversos magistrados republicanos (Fest. verb. sign. s.v. Cum imperio est [Lindsay, 42]). C) Pese a que se trata de una materia muy controvertida, parece que ya en época monárquica el ciudadano acusado de un crimen capital podía exigir que fuera el populus quien se pronunciara: provocatio ad populum (Cic. rep. 2, 31, 54; Liv. 1, 26, 6-8).

			IV.1.2. Asamblea por centurias


			27.Origen y composición

			La ordenación censitaria introducida por el rey Servio Tulio da lugar a una nueva organización del tributo y del ejército (Dion. Hal. 4, 19, 1) —basada en la táctica hoplítica— y concurrentemente a un nuevo tipo de asamblea de ciudadanos-soldados, el exercitus urbanus (Varr. ling. Lat. 6, 93), a la que se le transfieren a partir de entonces las competencias más importantes: comitiatus maximus (Cic. leg. 3, 4, 11; Dion. Hal. 4, 20, 1). Se distinguen 18 centurias de equites y 170 centurias de pedites distribuidas en cinco clases. La primera consta de 40 centurias de iuniores —ciudadanos entre 17 y 45 años— y 40 de seniores —entre 46 y 60 años—. La segunda, tercera y cuarta constan cada una de 10 centurias de iuniores y 10 de seniores. En la quinta clase hay 15 centurias de iuniores y 15 de seniores. Junto a ellas, 5 centurias: de capite censi, sin patrimonio suficiente; de tubicines, de cornicines, de fabri aerarii y de tignarii. Los valores monetarios que ofrecen las fuentes no son los originarios (Liv. 1, 43, 1-10; Dion. Hal. 4, 16-18). Lo esencial es retener que Servio establece una participación desigual, gradus dignitatis (Liv. 1, 42, 4), en el tributo, el ejército y las votaciones en función del patrimonio (Dion. Hal. 4, 19, 4), abandonando el principio igualitario de la organización por curias (Liv. 1, 43, 10; Dion. Hal. 4, 20, 2).

			28.Competencias electorales y legislativas de la asamblea por centurias

			28.1. Según el criterio común antes mencionado se distinguen competencias electorales, legislativas y judiciales (Cic. leg. agr. 3, 3, 30). Instaurada la república en el 509 a. C., eligen, creare, a los dos cónsules, magistrados anuales sucesores de los reyes: son creados dos cónsules en los comicios por centurias convocados por el prefecto de la ciudad de acuerdo con las normas de Servio Tulio: Lucio Junio Bruto y Lucio Tarquinio Colatino (Liv. 1, 60, 4). La competencia electoral se extiende a todos los casos de magistrados mayores ordinarios o extraordinarios: decemviros en el 451 y 450 a. C. (Dion. Hal. 10, 56, 1-2; Liv. 3, 35, 9-11), tribuni militum consulari potestate, de forma discontinua entre el 444 y el 367 a. C. (Liv. 4, 7, 1); censores, habitualmente cada cinco años, desde el 443 a. C. (Liv. 4, 8, 1) y pretores —un pretor anual desde el 366 a. C. (Liv. 7, 1, 2), denominado p. urbano, al que se irán añadiendo sucesivamente otros pretores—. El papel rector de la asamblea por centurias se comprueba también en su actividad legislativa. Su competencia es exclusiva para la lex de bello indicendo (Liv. 4, 30, 15) y la lex centuriata de potestate censoria que cumple para los censores el papel de la lex curiata para los otros magistrados (Cic. leg. agr. 2, 11, 26). También se aprueban en los comitia centuriata muchas normas de alcance constitucional: como la lex Valeria de provocatione del 509 a. C. —quizá la primera ley aprobada en este tipo de asamblea (Cic. rep. 2, 31, 53)—; la Ley de las XII Tablas (Cic. rep. 2, 36, 61; orat. 1, 43, 193; Tac. ann. 3, 27, 1); la leges Valeriae Horatiae del 449 a. C. (Liv. 3, 55, 1-13), las leges Publiliae Philonis del 339 a. C. (Liv. 8, 12, 14-16) o la lex Valeria de provocatione del 300 a. C. (Liv. 10, 9, 3-6).

			28.2. El Procedimiento electoral se pone en marcha por medio de un senadoconsulto que determina la cualidad y número de los magistrados a elegir, el magistrado presidente y el marco temporal (Liv. 4, 25, 14; 43, 11, 3). El procedimiento comicial en sentido estricto, creatio, se lleva a cabo por iniciativa de un magistrado titular del ius agendi cum populo (Gell. 13, 16, 3) y tiene un carácter formal. La propuesta del magistrado se denomina rogatio (Liv. 1, 17, 9; Gell. 13, 15, 4). La decisión de la mayoría absoluta de las centurias (Liv. 1, 43, 11) constituye un iussum (Liv. 1, 22, 1; 3, 65, 4), es decir, una declaración de voluntad con efectos constitutivos realizada por el populus Romanus. La convocatoria de los comicios centuriados electorales corresponde a uno de los cónsules o a uno de los tribuni militum consulari potestate. En circunstancias excepcionales al dictador —incluyendo a un tipo específico de dictador nombrado para esta función: dictator comitiorum habendorum causa, que aparece por vez primera el 350 a. C. (Liv. 7, 24, 10)—. A falta de magistrados competentes, por muerte, abdicatio, ausencia, incapacidad física o imposibilidad de celebrar las elecciones en el momento previsto, se abría el interregnum y correspondía a uno de los interreges la dirección del procedimiento (Liv. 5, 31, 8-9; 6, 5, 6). El magistrado-presidente promulga oralmente —en una contio— un edictum de convocatoria (Liv. 43, 11, 2-5). Entre el día de promulgación del edicto y el día de los comicios debe existir un intervalo mínimo de un trinundinum (Liv. 3, 35, 1), es decir, un espacio de veinticuatro días. El día de las elecciones debe ser un dies idoneus, es decir, en principio uno de los ciento noventa y cinco dies comitiales así marcados en el calendario (Quint. inst. 2, 4, 35); idoneidad confirmada por el carácter favorable de la toma de los auspicios impetrativos realizados inmediatamente antes del comienzo de la asamblea (Gell. 3, 2, 10). Aunque progresivamente se va configurando un conjunto de normas consuetudinarias y una praxis política respecto a las condiciones de elegibilidad de los candidatos, el principio rector es el de la libre elección popular: que el pueblo romano confíe los cargos públicos a quien quiera (Liv. 4, 3, 5). Puede ser elegido quien ni siquiera se presenta como candidato, professio (Liv. 5, 18, 1); la professio consistía en una declaración de voluntad —no necesaria— del ciudadano manifestando su deseo de obtener una magistratura, petitio (Liv. 7, 22, 7). El día de las elecciones, tras la toma de los auspicios por el presidente (Cic. div. 1, 17, 33), las centurias se reúnen en el Campo de Marte, es decir, fuera del pomerium. El voto se ejerce —suffragium ferre (Cic. Sest. 51, 109)— oral e individualmente ante el presidente —con intervención de un rogator por cada centuria (Cic. de orat. 2, 64, 260)— en el tribunal (Liv. 2, 29, 2), un lugar inaugurado como templo (Val. Max. 4, 5, 3). Se vota sucesivamente entre las clases (Cass. Dio 37, 28, 1). Votan en primer lugar las dieciocho centurias de caballería: centuriae praerogativae (Liv. 10, 22, 1); dentro de cada clase las centurias votan simultáneamente primero las de iuniores, luego las del seniores. En el momento en que un candidato obtiene la mayoría absoluta de las centurias es declarado magistrado por el presidente, renuntiatio (Cic. leg. agr. 2, 9, 22). Hay que distinguir los casos en que se toma posesión inmediatamente, ex templo, de aquellos en que existe un período de tiempo entre la renuntiatio y la toma de posesión, magistrado designado (Liv. 6, 1, 9).

			28.3. En cuanto al procedimiento legislativo, habitualmente el proyecto se discutía en el senado, consilium del magistrado. La convocatoria de la asamblea corresponde a uno de los magistrados mayores, dotados de ius agendi cum populo (Cic. leg. 3, 4, 10), de manera general un cónsul. El procedimiento es semejante al electoral. El magistrado convoca la asamblea fijando un dies idoneus por medio de un edicto con intervalo de un trinundinum. Con el edicto da a conocer, promulgatio, el proyecto de ley o rogatio (Liv. 3, 9, 5-6; Quint. inst. 2, 4, 35; Fest. verb. sign. s.v. Promulgari [Lindsay, 251]). Durante ese período se convocan asambleas no deliberativas, contiones, en las cuales se discute el proyecto, rogatio (Quint. inst. 2, 4, 33; Liv. 10, 7, 1); tal posibilidad no se admitía en el procedimiento electoral. El día de los comicios el magistrado propone al pueblo la rogatio: legem rogare (Cic. Phil. 2, 29, 72): los votantes se pronuncian afirmativa o negativamente, sin capacidad para introducir modificaciones. Obtenida la mayoría absoluta de las centurias se detiene la votación y el magistrado presidente realiza la renuntiatio convirtiendo la rogatio en lex. Permanece en vigor mientras no sea derogada parcial, derogatio, o totalmente, abrogatio, por una ley posterior, según se reconoce expresamente en la Ley de las XII Tablas (Liv. 7, 17, 12; cfr. D. 1, 3, 32, 1 [Juliano, 84 dig.]).

			29.Competencias judiciales de la asamblea por centurias

			La coercitio del magistrado con imperium encuentra una delimitación en la provocatio ad populum: el ciudadano podía evitar la muerte —también la fustigación— impuesta por el magistrado en la esfera del imperium domi (Gell. 10, 3, 13) apelando al pueblo reunido en los comitia centuriata. Esta institución clave de la libertas republicana, aunque contara con antecedentes en la época monárquica, fue regulada por la lex Valeria del 509 a. C.: el mismo Valerio, y por ello sobre todo se le llamó Poblícola, llevó una ley a la asamblea popular, para que ningún magistrado pudiera mandar matar o azotar a un ciudadano romano contra el recurso de provocación al pueblo (Cic. rep. 2, 31, 53); la medida fue confirmada por la Ley de las XII Tablas (Cic. rep. 2, 31, 54) y las otras dos leyes Valerias arriba mencionadas. Por otra parte, y por lo que respecta al procedimiento penal público independiente de la provocatio ad populum, iudicium populi, en la Ley de las XII Tablas se establece la competencia exclusiva de esta asamblea en procesos en los que se pide la pena capital —de capite civis— (Cic. rep. 2, 36, 61; leg. 3, 4, 11), suprimiendo con ello la actividad judicial de los concilios de la plebe en tales procesos, frecuentes en la primera mitad del siglo v a. C. (p. e., Liv. 2, 35, 2). El procedimiento se abre a instancias del magistrado, que ordena comparecer al acusado un día determinado, diem dicere, ante una asamblea no deliberativa, contio, al tiempo que le informa sobre el delito y pena que le imputa. El acusado debe presentar un garante, vades, para no ser detenido preventivamente (Dion. Hal. 10, 8, 2). Durante tres sesiones no deliberativas, contiones, magistrado y acusado —éste puede ser defendido por un abogado— exponen sus alegaciones y pruebas. Ésta es la fase de la anquisitio (Liv. 2, 52, 3; 3, 33, 10), la cual puede ser tramitada por un tribuno de la plebe (Gell. 6, 9, 9). En la tercera sesión el magistrado desiste o expone la acusación definitiva convocando la asamblea judicial propiamente dicha, quarta accusatio. La convocatoria y presidencia de los comitia —a diferencia de las contiones previas— exige un magistrado titular del agere cum populo; entre la convocatoria y el día de la asamblea debe transcurrir un trinundinum, veinticuatro días (Varr. ling. Lat. 6, 90-93; Liv. 6, 20, 10). El orden de las votaciones se realiza conforme a lo que hemos observado en los comicios electorales y legislativos: a semejanza de estos últimos, el votante se pronuncia estrictamente a favor o en contra de la propuesta del magistrado.

			IV.1.3. Asamblea por tribus


			30.Origen y composición

			El rey Servio Tulio introdujo una nueva organización del territorio dividiéndolo en distritos también ahora llamados tribus. Esta división consolida la estructura estatal de la urbs. Es a través de cada una de estas cuatro tribus como el ciudadano a ella asignado proporciona sus datos censales y, como consecuencia de ello, contribuye y participa en el ámbito fiscal, militar y electoral (Liv. 1, 43, 13; Dion. Hal. 4, 14, 1-3). A partir de entonces y hasta el 241 a. C., año en el que se crearon las dos últimas y se llegó al número de treinta y cinco (Liv. perioch. 19, 15), la expansión territorial venía acompañada de la creación de nuevas tribus, aunque el estado de las fuentes no permite seguir el proceso con demasiada exactitud. Por tanto, a las primeras cuatro tribus urbanas se fueron añadiendo otras tribus llamadas rústicas. El número total de tribus era en el 495 a. C. de veintiuno (Liv. 2, 21, 7); en el 387 se añaden cuatro (Liv. 6, 5, 8); en el 358 se crean dos más (Liv. 7, 15, 11); en el 332 otras dos (Liv. 8, 17, 11); en el 318 de nuevo se suman dos (Liv. 9, 20, 7). En el 299 dos tribus más (10, 9, 14) hasta llegar al 241 a. C. cuando se completa el número de treinta y cinco. Desde sus orígenes, los ciudadanos debieron reunirse en el ámbito de cada tribu con motivo de las operaciones censales y muy pronto el movimiento plebeyo aprovechó la estructura tribal para sus propias asambleas, 471 a. C. (Liv. 2, 58, 1). El siguiente paso fue la utilización de las tribus como unidades de votación en las asambleas de todo el populus Romanus: comitia tributa. A partir de ese momento —mediados del siglo v a. C.— el populus podrá ser convocado por centurias, comitia centuriata, o por tribus, comitia tributa. Persistían asimismo los antiguos comitia curiata, aunque con una competencia muy restringida.

			31.Competencias de las asambleas por tribus

			Se eligen en comitia presididos por un cónsul los siguientes magistrados: cuestores, inicialmente dos, desde el 447 a. C. (Tac. ann. 11, 22); dos ediles curules, desde el 367 a. C. (Liv. 6, 42, 14); algunos de los jefes militares superiores, tribuni militum, desde el 362 a. C., cuando se eligen seis; desde el 311 a. C. se eligen dieciséis (Liv. 9, 30, 7). En comitia presididos por el pretor se comienzan a elegir algunas magistraturas menores como, por ejemplo, los comisionados para la fundación de una colonia o los praefecti Capuam Cumas (Liv. 8, 16, 14; 9, 20, 5). Tenemos noticias de competencias legislativas desde el 446 a. C., lex de agro Coriolano (Liv. 3, 71, 3); todas las leyes pretorias debían ser aprobadas por los comitia tributa: la primera fue la lex Papiria del 332 a. C. (Liv. 8, 17, 12); los cónsules podían presentar la rogatio tanto ante las centurias como ante las tribus. Respecto a la competencia judicial, la asamblea por tribus conoce de procesos por multa a iniciativa de los ediles curules, cuando la sanción pecuniaria supera los límites en que puede ser impuesta en virtud de la coercitio del magistrado, suprema multa, y da lugar a la intervención del pueblo, provocatio ad populum (Dion. Hal. 10, 15, 1-2; Liv. 7, 28, 9; Gell. 11, 1, 3).

			
IV.2.LAS MAGISTRATURAS


			32.Rex

			El nacimiento de la urbs, es decir, de una constitución estatal (Cic. rep. 1, 26, 41; Dion. Hal. 2, 4, 1), exige una administración y un gobierno centralizados. A la cabeza de esta organización de poder se encuentra el rex, máxima magistratura hasta la caída de la monarquía en el 509 a. C., el cual gobierna el territorio ayudado de una red de magistrados —tribunos, curiones, magistri pagi, magistri vici (Dion. Hal. 2, 7, 3; 4, 14, 2; 4, 15, 3)—. El rey nombra un praefectus urbi que lo sustituye en los períodos de ausencia por razones bélicas o diplomáticas (D. 1, 2, 2, 33 [Pomponio, enchir. sing.]); el praefectus ejerce entre otras competencias la iurisdictio. Los antecedentes protourbanos del rex así como el carácter delimitado jurídicamente de sus competencias políticas, religiosas y militares —lo que permite hablar de constitutio (Cic. rep. 2, 31, 53; 1, 33, 50, sobre la oposición rey-tirano)— se muestran en el complejo procedimiento de su designación. Pueden distinguirse los siguientes elementos: 1) apertura del interregnum, vestigio de una situación precívica: la monarquía no es hereditaria; muerto el rey se abre automáticamente un período transitorio en el que el poder vuelve a los patres, auspicia ad patres redeunt (Cic. ad Brut. 1, 5, 4); cada interrex ejercía su cargo durante cinco días; el primero era elegido por sorteo, los demás designados por el antecesor (Liv. 1, 17, 5-7; 3, 8, 2); 2) convocatoria de los comitia curiata por el interrex que haya constatado un principio de consenso sobre el candidato (Dion. Hal. 2, 58, 2); 3) elección del rey por el populus expresada por los suffragia emitidos en los comitia curiata (Cic. rep. 2, 12, 24); 4) ratificación del senado, auctoritas patrum (Cic. rep. 2, 32, 56); 5) inauguratio realizada por un augur, que otorga el permiso o elección de Júpiter, si fas est (Liv. 1, 18, 6-10); 6) y finalmente la lex curiata de imperio, una lex en sentido estricto (Cic. rep. 2, 13, 25; 2, 17, 31; 2, 18, 33; 2, 20, 35; 2, 21, 38) con la cual el populus atribuía las competencias del cargo al designado, de modo especial en la esfera militar (Liv. 5, 52, 16). Entre las funciones del rey destaca la elección y dirección del senado (Cic. rep. 2, 8, 14; 2, 12, 23). Asimismo, dirige la asamblea y ejecuta sus decisiones (Dion. Hal. 2, 14, 1), competencia ésta asegurada por la inscripción del lapis niger en el Volcanal (Dessau, ILS. II 4913): en particular, propone la aprobación de leyes, leges regiae (D. 1, 2, 2, 2 [Pomponio, enchir. sing.]). Le corresponde la dirección del ejército, función en la que cuenta con magistrados subordinados: tres tribuni militum y tres tribuni celerum (Dion. Hal. 2, 14, 4). El rey, como sumo sacerdote (Dion. Hal. 2, 14, 1) es el representante de la comunidad ante los dioses; dirige y nombra a los integrantes de los colegios sacerdotales públicos: vestales, augures, pontífices y feciales son los más importantes (Cic. rep. 2, 14, 26). En la represión penal —que conserva connotaciones religiosas expresadas en la naturaleza de la pena: piaculum (Plut. Num. 12, 3), supplicium (Fest. verb. sign. s.v. Supplicia [Lindsay, 405]) y, sobre todo, en la declaración de la sacertas (Fest. verb. sign. s.v. Sacer mons [Lindsay, 423 s.])— interviene el rey ayudado en algunos casos por magistrados inferiores: quaestores parricidii D. 1, 13, 1 pr. [Ulpiano, de off. quaest.]; Tac. ann. 11, 22, 4; Fest. verb. sign. s.v. Parricidii quaestores [Lindsay, 247]), para los casos de homicidio; y duumviri perduellionis (Liv. 1, 26, 5; 6, 20, 12), en los supuestos de perduellio, es decir, de actividades que traicionan los intereses públicos de la comunidad. En todo caso, la imposición de una pena capital requiere la aprobación del populus (Liv. 1, 26, 8-14; D. 1, 2, 2, 23 [Pomponio, enchir. sing.]). Asimismo, el rey —o sus delegados— ejerce la iurisdictio en los procesos privados (Cic. rep. 2, 21, 38; 5, 2, 3).

			33.Cónsules

			El golpe de Estado del 509 a. C., legitimado por la naturaleza tiránica del gobierno del último monarca, Tarquinio el Soberbio (Cic. rep. 2, 26, 47; Dion. Hal. 5, 1, 1), instaura un nuevo régimen político en el que las funciones político-militares del rey, imperium, son asumidas por una magistratura dual —ambos colegas investidos de una par potestas constitutiva de un derecho de veto recíproco—, anual, epónima, elegida en los comitia centuriata: el consulado (Sall. Cat. 6: annua imperia binosque imperatores; Cic. rep. 2, 32, 56; Liv. 1, 60, 4; 2, 1, 7; Tac. ann. 1, 1, 1). La máxima magistratura pierde ahora su carácter santo —no hay inauguratio de los cónsules— y sacerdotal (Serv. in Verg. Aen. 3, 80). Esta separación entre magistratura y sacerdocio se configura como uno de los rasgos más significativos del sistema republicano. El antiguo rey queda reducido a sus funciones sacrales: rex sacrorum (Liv. 3, 39, 4; Fest. verb. sign. s.v. Sacrificulus [Lindsay, 422 s.]; Dion. Hal. 5, 1, 4), subordinado al pontífice máximo (Liv. 2, 2, 2). De todos modos, el cónsul —como el resto de las magistraturas— mantiene en el ejercicio de sus competencias una vinculación augural con la divinidad, por medio de la toma de los auspicia (Cic. dom. 14, 38) cuya titularidad corresponde al populus Romanus (Liv. 4, 2, 5; 29, 27, 2; 30, 14, 8). El nombre más antiguo del cónsul era el de praetor o el de iudex (Liv. 3, 55, 12; Fest. verb. sign. s.v. Praetoria porta [Lindsay, 249]). Los plebeyos tuvieron acceso al consulado a partir del 367 a. C., como consecuencia del compromiso formalizado en las leges Liciniae Sextiae: precisamente fue L. Sextio Laterano el primer cónsul plebeyo, en el 366 a. C. (Liv. 7, 1, 2); desde el 342 a. C. todos los años un cónsul al menos fue plebeyo. Las limitaciones impuestas al poder consular (Liv. 4, 24, 4), incluida la provocatio ad populum respecto al ejercicio del imperium domi (Liv. 2, 8, 1; 3, 45, 2), junto con el sometimiento de todos a la ley (Liv. 2, 1, 1) y la intercessio de los tribunos de la plebe (Liv. 2, 33, 1; 3, 37, 5) constituyen los pilares básicos de la nueva constitución protectora de la libertas de cada ciudadano (Liv. 2, 2, 4). Las competencias consulares pueden quedar enumeradas del siguiente modo: ius agendi cum patribus; ius contionandi (Gell. 13, 16); ius agendi cum populo, es decir, la convocatoria y presidencia de asambleas deliberativas; ius edicendi; censo; gestión de los ingresos y gastos del aerarium populi Romani situado en el templo de Saturno —en particular la administración del ager publicus—; coercitio; y iurisdictio. A estas funciones propias del imperium domi hay que añadir todas las que se derivan del supremo poder militar, imperium militiae: ejecución de la leva, dilectus; de las operaciones militares y reparto del botín de guerra, manubiae (Gell. 13, 25); en la esfera militar el poder ejecutivo de los cónsules no conocía más límites jurídicos que los derivados de la anualidad y la colegialidad. Tanto en la gestión civil como militar los cónsules actuaban sometidos a la ley y a la alta dirección del senado. En todas estas funciones la actividad de los magistrados supremos se restringe progresivamente según van instituyéndose nuevas magistraturas, aunque en virtud del principio de jerarquía permanece en los cónsules la maior potestas y el consiguiente poder de veto, intercessio (Gell. 13, 16, 1). Para la realización material de sus funciones cuentan con personal auxiliar, apparitores, entre los que destacan los doce lictores asignados a cada cónsul (Liv. 2, 55, 3-9; Dion. Hal. 5, 2, 1), número de los lictores que acompañaban al rey (Liv. 1, 8, 2).

			34.Dictador y magister equitum

			El primer dictador fue nombrado en el 501 o en el 498 a. C. (Liv. 2, 18, 3-10). Se trata de un magistrado extraordinario, denominado inicialmente magister populi (Cic. rep. 1, 40, 63), titular de un imperium summum (Liv. 6, 38, 3) superior al de los cónsules, no sometido ni a la intercessio tribunicia ni a la provocatio ad populum (Liv. 2, 18, 8). El senado decide sobre la oportunidad de su nombramiento (Liv. 4, 17, 8), cuando entiende que existe una situación crítica interior, seditionis sedandae causa, o exterior, rei gerundae causa; aunque en las fuentes hay huellas de intervención popular (Dion. Hal. 5, 70, 4-5; Liv. 27, 5, 16). El nombramiento es realizado por un cónsul —elegido por comparatio, por sortitio o por decisión del senado—: consul oriens nocte silentio dicit dictatorem (Liv. 8, 23, 15; 9, 38, 14); este dicere debía tener lugar dentro del ager Romanus que, a estos efectos, terminó por identificarse con Italia (Liv. 27, 5, 15). El dictador solicita él mismo su lex curiata de imperio (Liv. 9, 38, 15). La duración de la dictadura no puede exceder de seis meses (D. 1, 2, 2, 18 [Pomponio, enchir. sing.]). El dictador nombra un magistrado subalterno, el magister equitum (Liv. 2, 18, 5). Existen varios tipos de dictaduras especiales, para fines determinados, dictatores imminuto iure, como, por ejemplo, el d. comitiorum habendorum causa o el d. clavi figendi causa (Liv. 7, 3, 4). Durante el ejercicio de la dictadura los magistrados ordinarios conservan su condición, aunque ésta se vea subordinada a la del dictador (Liv. 4, 27, 7-8) hasta la renuncia, abdicatio, de éste.

			35.Decemviri consulari imperio legibus scribundis

			En el 451 a. C. fueron elegidos por los comicios centuriados diez magistrados anuales dotados de summum imperium —era posible la intercessio o veto entre ellos (Liv. 3, 34, 8)— al tiempo que se producía la renuncia, abdicatio, de los magistrados ordinarios (Liv. 3, 32, 6; 3, 33, 1; D. 1, 2, 2, 24 [Pomponio, enchir. sing.]). El cometido específico de esta magistratura, aparte de las funciones de gobierno, era que fueran a pedir leyes a las ciudades griegas, a fin de que Roma se basara en leyes (…); y durante ese año se les dio el máximo poder de derecho en Roma para que corrigieran las leyes, si fuera necesario, y las interpretasen, y no se pudiese apelar de sus decisiones como podía hacerse respecto a los demás magistrados (D. 1, 2, 2, 4 [Pomponio, enchir. sing.]). Resultado de ese primer decemvirato es la redacción de diez tablas, presentadas al pueblo en una contio y aprobadas en una asamblea por centurias (Liv. 3, 34, 6). Hubo un segundo año (cfr. Cic. rep. 2, 37, 62; 3, 32, 44) en el que se eligieron de nuevo decemviros, 450 a. C. —según Dionisio algunos plebeyos (Dion. Hal. 10, 58, 4; cfr. Liv. 4, 3, 17)—, que añadieron dos tablas a las diez anteriores (Cic. rep. 2, 37, 63). El segundo decemvirato pretendió mantenerse ilegítimamente en el poder, sin convocatoria de elecciones (Liv. 3, 36, 9): fueron destituidos (Liv. 3, 54, 5) y se reinstauró el tribunado de la plebe en elecciones presididas por el pontífice máximo (Liv. 3, 54, 9); y el consulado, tras la apertura de un interregnum (Liv. 3, 55, 1): se eligieron cónsules a L. Valerio y M. Horacio.

			36.Quaestores

			Ya hemos mencionado la existencia de dos quaestores parricidii en época monárquica. A esta competencia penal originaria —conservada durante la república, como muestra el commentarium anquisitionis relativo al ius agendi cum populo del cuestor (Varr. ling. Lat. 6, 93)— se añadió la custodia y gestión del tesoro público, aerarium populi Romani, en los primeros tiempos republicanos (Cic. leg. 3, 3, 6; Liv. 4, 4, 3; D. 1, 2, 2, 22 [Pomponio, enchir. sing.]). Nombrados inicialmente por los cónsules, a partir del 447 a. C. comienzan a ser elegidos en los comicios por tribus (Tac. ann. 11, 22, 4). En el 421 a. C. se instituyen dos nuevas plazas, una para cada ejército consular (Liv. 4, 43, 12). Los primeros plebeyos en acceder a esta magistratura menor lo hacen en el 409 a. C. (Liv. 4, 54, 2-3). La magistratura del cuestor constituye el comienzo del cursus honorum: primus gradus honoris (D. 1, 13, 1, 3 [Ulpiano, de off. quaest.]).

			37.Tribuni militum consulari potestate

			En el 445 a. C. el senado suspendió la elección consular: se concedía el imperium consulare a tres tribuni militum (Liv. 4, 71). A partir de ese momento y hasta el 367 a. C. hubo años en los que se eligieron por los comicios centuriados tres, cuatro o seis tribunos militares como magistrados supremos —entre el 391 y el 367 no hubo cónsules en Roma—. La medida respondía a un acuerdo dirigido a preservar el carácter patricio del consulado; la nueva magistratura «extraordinaria» se hallaba abierta a ciudadanos plebeyos, aunque éstos sólo fueron elegidos los años 444, 422, 400, 399, 396, 383, 380, 379 y 378 a. C.

			38.Censores

			La censura fue instaurada en el 443 a. C. (Liv. 4, 8, 1) con la finalidad de descargar a los cónsules del peso de la realización del censo (D. 1, 2, 2, 17 [Pomponio, enchir. sing.]), actividad compleja que afecta directamente al ámbito militar, electoral y tributario (Liv. 29, 15, 9). Se eligen dos censores —habitualmente cada cinco años— en comicios centuriados específicos para tal elección, presididos por un cónsul (Liv. 43, 14, 1; Gell. 13, 15, 4); según una regla especial, la renuntiatio de ambos censores debe realizarse obligatoriamente en la misma elección (Liv. 9, 34, 25; vid. Liv. 5, 31, 7). No hay lex curiata para la censura: en su lugar se aprueba una lex centuriata sobre la potestas censoria (Cic. leg. agr. 2, 11, 26). Desde el 434 a. C., lex Aemilia, el cargo dura dieciocho meses (Liv. 4, 24, 5; 9, 34, 9). Los plebeyos son admitidos a esta magistratura mayor desde el 351 a. C.; una lex Publilia Philonis, 339 a. C., ordena que uno de los dos censores sea necesariamente plebeyo (Liv. 8, 12, 16). La actividad censal se inicia con un edicto, formula census o lex censui censendo (Liv. 29, 15, 9; 43, 14, 5) donde se anuncian los criterios generales que serán de aplicación. La confección del censo ganó en dificultad a medida que el territorio romano se extendía mucho más allá del ager Romanus antiquus. Se realizaba aprovechando los órganos estables de administración existentes en cada tribu —a estos efectos sabemos de la existencia de unos curatores tribuum (Varr. ling. Lat. 6, 86)—, aunque las operaciones censales propiamente dichas se llevaban a cabo en el Campo de Marte (Liv. 4, 22, 7) exigiendo una declaración jurada de cada paterfamilias o de su representante (Varr. ling. Lat. 6, 9). El censo se aprueba en una asamblea por centurias (Liv. 1, 44, 1; Varr. ling. Lat. 6, 93: censor exercitum centuriato constituit quinquennalem), escenario de una ceremonia sacral, el lustrum, consistente en un sacrificio purificatorio, suovetaurilia (Liv. 1, 44, 2; Dion. Hal. 4, 22, 2; Val. Max. 4, 1, 10) que perfecciona el censo. Éste valoraba no sólo el patrimonio del civis, sino también su dignitas —gradus dignitatis (Liv. 1, 42, 4)— aspecto que se llevaba a cabo por medio del regimem morum. El comportamiento tachado de inmoral puede dar lugar a una nota censoria (Cic. rep. 4, 10, 10; Liv. 23, 23, 4) que produce ignominia y tiene como consecuencia diversas sanciones: supresión del ius suffragii (Gell. 16, 13, 7), sanción tributaria: aerarium facere (Liv. 4, 24, 7), traslado de una tribu rústica a otra urbana, tribu movere (Cic. Cluent. 43, 122) o, en su caso, la exclusión de la caballería o del senado (Liv. 24, 18, 6; 41, 27, 2). Asimismo, a los censores les fueron atribuidas amplias competencias tributarias y sobre concesión de tierras y obras públicas, incluyendo la jurisdicción sobre estas materias (Liv. 4, 8, 2).

			39.Pretor

			En el 367 a. C., las leges Liciniae Sextiae instituyeron la magistratura unipersonal del pretor, reservada por el momento a los patricios, como contrapartida política de la admisión plebeya al consulado (Liv. 6, 42, 11; 7, 1, 1). El pretor, dotado de imperium, aunque menor que el de los cónsules, recibe las mismas competencias que áquellos, tanto de tipo político-administrativo como militares: en la esfera militar dirige la defensa de la urbs en ausencia de los cónsules (Liv. 10, 21, 4). Dispone, asimismo, del ius agendi cum senatu (Gell. 14, 7, 4). Sin embargo, su función prioritaria y constante es la iurisdictio en procesos privados en la ciudad; recibe por ello el nombre de pretor urbano (D. 1, 2, 2, 27 [Pomponio, enchir. sing.]); en este punto resulta de extrema relevancia para el desarrollo del derecho privado su ius edicendi (Gai. 1, 6). En el ámbito penal puede convocar a la asamblea por centurias para la imposición de una pena capital (Varr. ling. Lat. 6, 91) y quizá a los comicios por tribus en procesos por multa, aunque esta competencia aparece en las fuentes reservada a los ediles curules. La inquisitio del tribuno de la plebe en juicios capitales exige que la asamblea deliberativa final, comitia, en la que se celebra el iudicium populi, sea convocada por un pretor —u otro magistrado con imperium— a petición del tribuno, diem petere, dado que éste no es titular del ius agendi cum populo (Liv. 26, 3, 9). La primera rogatio legislativa propuesta por un pretor de la que tenemos noticia data del 332 a. C. (Liv. 8, 17, 12); es posible que las leyes pretorias se aprobaran siempre en comitia tributa. También preside estos comicios para elegir algunos magistrados menores (Liv. 8, 16, 14; 9, 20, 5). Por su parte, el pretor es elegido en los mismos comicios centuriados que los cónsules (Liv. 3, 55, 11; 7, 1, 6), pues es collega minor de éstos: praetor, etsi conlega consulis est, neque praetorem neque consulem iure rogare potest (Gell. 13, 15, 4-5). La plebe accede a la pretura en el 337 a. C. (Liv. 8, 15, 9).
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